
 

0 

 

Subprocuraduría de Derechos Humanos, 

Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad 

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos 

contra la Libertad de Expresión. 

 

ñCURSO: PROTOCOLO DE MEDIDAS

PREVENTIVAS DE PROTECCIÓN Y

MEDIDAS URGENTES DE PROTECCIÓNò

 

 

  

 



 

1 

 

Subprocuraduría de Derechos Humanos, 

Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad 

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos 

contra la Libertad de Expresión. 

 
  

 

άNo existe un sólo modelo de democracia, o de los 

derechos humanos, o de la expresión cultural para 

todo el mundo. Pero para todo el mundo, tiene que 

haber democracia, derechos humanos y una libre 

expresión culturalΦέ 

Kofi Annan 
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INTRODUCCIÓN 

Las actividades humanas implican en su realización un riesgo, y en los últimos años la actividad 

periodística y la libertad de expresión presentan diversos factores que incrementan el riego en 

determinadas zonas del país, o bien por la fuente que cubren, hecho que de facto colocaron a 

México como uno de los países más peligrosos del mundo para el ejercicio periodístico, pero en la 

actualidad, de conformidad con el Balance Anual 2013 de la Organización Reporteros Sin Fronteras 

(RSF), México está ubicado dentro del barómetro mundial en la posición siete; y respecto de 

América Latina, en la posición tres; al registrar dos asesinatos de periodistas en el año 20131. 

El riesgo es un concepto abstracto, es decir ¿cómo calcular qué tan grande es el riesgo al 

desempeñar una actividad?, y más aún; ¿qué medidas se deberán dictar para garantizar la vida o 

la integridad física de los periodistas, víctimas o familiares? Este es el punto de partida del 

presente ά/ǳǊǎƻΥ Protocolo de Medidas Preventivas de Protección y Medidas Urgentes de 

tǊƻǘŜŎŎƛƽƴέΦ 

El documento tiene el objetivo de establecer, en una forma simple y práctica, la forma de calcular 

el riesgo tomando en consideración el tipo de amenaza o agresión sufrida, las vulnerabilidades y 

las capacidades del periodista, y generar un plan de acción que permita, mediante actividades 

básicas, disminuir los factores de riesgo al momento de desarrollar la actividad periodística así 

como ordenar las medidas cautelares precisas que garanticen el libre ejercicio de la libertad de 

expresión. 

¿Por qué es trascedente garantizar la libertad de expresión e imprenta? (artículos 6 y 7 

constitucionales respectivamente), porque con ello se garantiza la diferencia entre un régimen 

autoritario y uno democrático; tan sutil y contundente es esta actividad que marca la diferencia 

entre opinar libremente o reprimir mediante las armas a una población. Tal vez el gran escritor 

francés Voltaire lo sintetiza en forma poética: άbƻ Ŝǎǘƻȅ ŘŜ ŀŎǳŜǊŘƻ Ŏƻƴ ƭƻ ŘƛŎŜǎΣ ǇŜǊƻ ŘŜŦŜƴŘŜǊŞ 

Ŏƻƴ Ƴƛ ǾƛŘŀ ǘǳ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀ ŜȄǇǊŜǎŀǊƭƻέ. 

                                                           

1
 Reporteros Sin Fronteras por la Libertad de Expresión. Clasificación Mundial de la Libertad de Prensa 2013. 

Esperanzas frustradas tras la primavera. Internet: http://es.rsf.org/periodistas-secuestrados-o-18-12-
2013,45643.html 

http://es.rsf.org/periodistas-secuestrados-o-18-12-2013,45643.html
http://es.rsf.org/periodistas-secuestrados-o-18-12-2013,45643.html
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No sólo la Constitución Política garantiza este derecho; sino también los tratados internacionales 

como son la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, etcétera. En el documento se plantean los fundamentos legales del actuar del 

Ministerio Público de la Federación, sin perder de vista el aspecto de representación social, que 

desempeña con las víctimas, no sólo ante diversas autoridades, sino también dando el 

acompañamiento a las víctimas durante todo el proceso de investigación.   

En el quehacer diario de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos contra la 

Libertad de Expresión (FEADLE), hay tres objetivos primordiales; 1.- Abatir la impunidad poniendo 

a los responsables de los delitos ante los jueces; 2.- Prevenir delitos en agravio de los periodistas, 

familiares o víctimas y; 3.- Reaccionar ante una agresión en forma inmediata y eficiente.  

El presente texto amalgama los aspectos preventivos y de reacción que debe considerar la o el 

agente del Ministerio Público de la Federación para ordenar medidas cautelares y providencias 

necesarias para la protección y restitución de los derechos de las víctimas. De conformidad con el 

al Artículo 20 apartado C fracción VI de nuestra constitución.   

Si bien el presente Curso es acorde a la legislación federal, el mismo resulta de gran utilidad para 

cualquier Procuraduría o Fiscalía General del país, en virtud de que el άCurso: Protocolo de 

aŜŘƛŘŀǎ tǊŜǾŜƴǘƛǾŀǎ ŘŜ tǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ȅ aŜŘƛŘŀǎ ¦ǊƎŜƴǘŜǎ ŘŜ tǊƻǘŜŎŎƛƽƴέΣ Ŝǎ ŀǇƭƛŎŀōƭŜ Ŝƴ Ŏǳŀƭǉǳƛer 

legislación. 
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OBJETIVO 

La eficacia de las acciones destinadas a la protección de los periodistas estriba en la acuciosidad 

con la que el funcionario encargado de la investigación determine el nivel de riesgo desde un 

principio. Esto no es sencillo, exige un conocimiento profundo de las normas penales sustantiva y 

adjetiva, y de las leyes especiales, así como de la aplicación de métodos eficaces que ayuden a 

identificar el tipo y nivel de riesgo en el que se encuentra una persona que ejerce la libertad de 

expresión.  

Un protocolo de actuación no busca sustituir a un procedimiento, en este caso el penal, que rige a 

la averiguación previa, pero sí es una herramienta útil para guiar al funcionario en los pasos que 

debe seguir a través del, a veces, difícil camino de la investigación criminal.  

La intención de este documento es la de orientar al agente del Ministerio Público de la Federación 

en su labor de proteger a las víctimas de los delitos relacionados con el ejercicio profesional de la 

libertad de expresión, dándole las herramientas técnico ς jurídicas para elaborar un análisis de 

riesgo, un plan de acción y protección de las personas ofendidas directas e indirectas, así como en 

la implementación, modificación, cancelación de las medidas cautelares de protección y auxilio y 

su representación ante el Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos 

Humanos y Periodistas. 

El marco contextual inducirá al servidor público a la comprensión de la importancia de la labor que 

desempeña, la Fiscalía que se especializa en un apartado de tipos penales que protegen a un 

grupo de derechos particularmente sensibles como son los relacionados con la libertad de 

expresión; el marco jurídico aplicable, abarca los contenidos relacionados en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales, Código Penal Federal, 

Código Federal de Procedimientos Penales, Ley para la Protección de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas y su Reglamento, y Ley General de Víctimas; un protocolo a 

seguir a partir del conocimiento de la nota criminis y un sistema para valorar el riesgo del que es 

susceptible la víctima y su familia; por último un compendio de ejemplos de actuaciones y 

comunicados más usuales en la integración de la averiguación previa en lo que respecta a la 

implementación de las medidas cautelares a favor de la o las víctimas. 
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La Procuraduría General de la República hace frente al fenómeno delictivo investigando los delitos y 
procurando la integridad y seguridad de las personas que han sido víctimas de éstos; sin embargo, 
las cifras estadísticas siguen reflejando un problema endémico en el sistema de procuración de 
justicia; a efecto de cumplir con los fundamentos constitucionales que establece la misión de la 
Procuraduría en cuanto a la defensa de los intereses de la sociedad y de la federación para que no 
se violen los derechos humanos de las personas, es necesario elaborar y ejecutar programas de 
capacitación en materia de derechos humanos dirigidos a los agentes del Ministerio Público de la 
Federación y a sus auxiliares en las investigaciones. 
 
A continuación dedicaremos este apartado y el siguiente al conocimiento de los artículos 
normativos que rigen la defensa del derecho a la Libertad de Expresión contemplado en diversos 
instrumentos jurídicos, con el objetivo de contextualizar jurídicamente el ejercicio ministerial. 
Asimismo, presentaremos algunas reformas a las disposiciones jurídicas que han coadyuvado con la 

evolución y transformación del sistema penal en esta 
materia, y que tiene como núcleo principal la defensa 
de los derechos humanos. 
 
άLos derechos humanos son el conjunto de 
prerrogativas inherentes a la naturaleza de la persona, 
cuya realización efectiva resulta indispensable para el 
desarrollo integral del individuo que vive en una 
sociedad jurídicamente organizada. Estos derechos son 
inherentes a los hombres y es obligación de los 
gobiernos promover, proteger y mantener las 
condiciones necesarias para que las personas puedan 
gozar realmente de justicia, paz y libertadέ2. 
 

Durante la Segunda Guerra Mundial, la humanidad vivió las peores atrocidades que el hombre 
pudiera cometer contra el hombre mismo: torturas, asesinatos y esclavismo. La mayoría de las 
personas eran excluidas y asesinadas por su condición de sexo, color, creencias religiosas u origen. 
 
 
Al término de esta guerra, la Organización de las Naciones Unidas aprobó la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, documento en donde se distinguen los derechos relativos a la vida 
política, social y jurídica. Los derechos humanos son construcciones éticas elaboradas a través del 
tiempo, y las circunstancias cambian conforme el hombre evoluciona. 

                                                           

2
 Comisión Nacional de los Derechos Humanos.  

Internet: http://www.cndh.org.mx/Que_Son_Derechos_Humanos  

 

El ejercicio pleno del 
derecho a la libertad 
de expresión, es el 

ejercicio para alcanzar 
otras libertades 

individuales 
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En México, los derechos humanos han transitado dos etapas: antes y después de la Constitución de 
1917. Antes de la Carta Magna, los derechos humanos tenían un espíritu y orientación liberal e 
individualista, y no es sino hasta la Constitución de Querétaro cuando los derechos humanos 
adquieren una visión social protectora de los sectores tradicionalmente marginados como obrero, 
campesino, indígena, etc. (ej. Art. 127). No fue sino hasta la promulgación de la Constitución de 
1917 que se catalogan un conjunto de derechos y garantías de tipo individual. 
 

 

Ante las problemáticas existentes en el país, como la de garantizar la justicia, limitar el abuso de 
poder por parte de quien lo detenta, la falta de garantías que respalden los derechos, los 
legisladores vieron la necesidad de reformar el Artículo 1º Constitucional en materia de derechos 
humanos. Esta reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011,  
con la intención de reestructurar las relaciones sociales y ampliar el ámbito de aplicación de la 
protección de los derechos humanos; no solamente por lo establecido en la Constitución, sino por 
lo que respecta a los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte, así como en 
la normatividad de la materia. 

La reforma al Artículo 1º dota de herramientas al Estado para brindar una protección más 
favorable a las personas (principio pro persona), lo que permitirá que a todas las autoridades les 
sea obligatoria la aplicación de los derechos humanos contemplados en las normas de la materia 
mediante el control de convencionalidad, tomando en cuenta las obligaciones, principios y 
deberes que establece la Constitución. Con base en lo anterior, a continuación se transcribe el 
Artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos vigente que refiere: 

όΧύ 

Título Primero 

Capítulo I 

De los Derechos Humanos y sus Garantías 
 
Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 

humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 

 

LA REFORMA AL ARTÍCULO 1º CONSTITUCIONAL 
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Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia. 

 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos 
que establezca la ley. 

 
Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos mexicanos. Los esclavos del extranjero que 

entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 
 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, 

las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

όΧύ 

Al respecto, Miguel Carbonell, investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 
realiza el siguiente análisis3: 

1. La denominación del Capítulo I del Título Primero de la Constitución cambia, del anticuado concepto 
ŘŜ άƎŀǊŀƴǘƝŀǎ ƛƴŘƛǾƛŘǳŀƭŜǎέΦ ! ǇŀǊǘƛǊ ŘŜ ƭŀ ǊŜŦƻǊƳŀ ǎŜ ŘŜƴƻƳƛƴŀ ά5Ŝ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎ ȅ ǎǳǎ 
ƎŀǊŀƴǘƝŀǎέΦ  
 

2. Tiene la intención de homologar el lenguaje constitucional con el derecho internacional. Además 
que se acepta la figura de derechos humanos como derecho positivo, es decir, como fundamento de 
exigencias sociales, obteniendo una argumentación adecuada, encontrando el máximo soporte 
dentro del sistema jurídico, con fuerza constitucional. 
 

3. Ahora en lugar ŘŜ άƻǘƻǊƎŀǊέ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎΣ Ŝƭ !ǊǘƝŎǳƭƻ мȏΣ ƭƻǎ άǊŜŎƻƴƻŎŜέΦ ! ǇŀǊǘƛǊ ŘŜ ƭŀ ǊŜŦƻǊƳŀ ǎŜ 
ǊŜŎƻƴƻŎŜ ǉǳŜ ǘƻŘŀ ǇŜǊǎƻƴŀ άƎƻȊŀέ ŘŜ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ȅ ŘŜ ƭƻǎ ƳŜŎŀƴƛǎƳƻǎ ŘŜ ƎŀǊŀƴǘƝŀ ǊŜŎƻƴƻŎƛŘƻǎ 
tanto por la Constitución como por los tratados internacionales. 
 

4. {ŜƷŀƭŀ ŎƻƳƻ ǘƛǘǳƭŀǊŜǎ ŘŜ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ŀ ƭŀǎ άǇŜǊǎƻƴŀǎέ ȅ ƴƻ ŀ ƭƻǎ άƛƴŘƛǾƛŘǳƻǎέ ŎƻƳƻ ŀƴǘŜǊƛƻǊƳŜƴǘŜ 
hacía referencia, en virtud de que en nuestro sistema jurídico se reconocen como titulares de 
derechos también a los colectivos. Incorporando con la máxima fuerza normativa los derechos de 
las comunidades, pueblos indígenas, entre otros. Situación que aunado a la reforma realizada 

                                                           

3
 Blog de Miguel Carbonell Internet:http://www.miguelcarbonell.com/articulos/novedades.shtml 
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anteriormente al Artículo 17 Constitucional, donde se incorporan las acciones colectivas, así como 
las reformas realizadas a la Ley de Amparo donde se crea la figura del interés legítimo colectivo, 
complementándose entre sí. 
 

5. No existen limitaciones, salvo los casos y condiciones que establece la propia Constitución, es decir, 
se establece de manera específica y explícita las excepciones, lo que permite que no se deje al 
arbitrio o flexibilidad de los intereses de alguien en particular. 
 

6. En el mismo Artículo 1° ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭ ǇłǊǊŀŦƻ ǎŜƎǳƴŘƻΣ ǎŜ ǊŜŎƻƎŜ ƭŀ ŦƛƎǳǊŀ ŘŜ ǳƴŀ άƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀŎƛƽƴ 
ŎƻƴŦƻǊƳŜέΣ ŀƭ distinguir que todas las disposiciones normativas en nuestro sistema jurídico deben 
interpretarse conforme al texto constitucional  y en conjunto con el texto de los tratados 
internacionales sobre derechos humanos, es decir, todas las disposiciones normativas en nuestro 
sistema jurídico deben ajustarse a la Constitución y a los tratados internacionales sobre derechos 
humanos para conservar su validez, por lo que para su interpretación aplicará dicho criterio y 
ǎƛƎǳƛŜƴŘƻ ǎƛŜƳǇǊŜ Ŝƭ ǇǊƛƴŎƛǇƛƻ άǇǊƻ ǇŜǊǎƻƴŀέΦ 
 

7. Se incorpora en el párrafo segundo del Artículo 1° ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭ Ŝƭ ǇǊƛƴŎƛǇƛƻ ŘŜ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀŎƛƽƴ άǇǊƻ 
ǇŜǊǎƻƴŀέΣ Ƴǳȅ ŎƻƴƻŎƛŘƻ Ŝƴ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎ ȅ Ŝƴ ƭŀ ǇǊłŎǘƛŎŀ ŘŜ ƭƻǎ 
tribunales internacionales encargados de la protección y tutela de los mismos. Este principio supone 
que cuando existan distintas interpretaciones posibles de una norma jurídica, se deberá elegir 
aquella que más proteja al titular de los derechos humanos. Y también significa que, cuando en un 
caso en concreto se puedan aplicar dos o más normas jurídicas, el intérprete debe elegir aquella que 
proteja de mejor manera a los titulares de los derechos humanos, tomando en cuenta siempre la 
aplicación del principio de convencionalidad por parte de todos los jueces del Estado Mexicano.  
 

8. Se señala, en el párrafo tercero del Artículo 1°, la obligación del Estado Mexicano (en todos sus 
niveles de gobierno) de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. En virtud 
de lo anterior tenemos que los ǘǊƛōǳƴŀƭŜǎ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻ Ŝǎǘłƴ ƻōƭƛƎŀŘƻǎ ŀ ŜƧŜǊŎŜǊ Ŝƭ άŎƻƴǘǊƻƭ ŘŜ 
ŎƻƴǾŜƴŎƛƻƴŀƭƛŘŀŘέ ŀƭ ǊŜǎƻƭǾŜǊ ŎǳŀƭǉǳƛŜǊ ŀǎǳƴǘƻ ǎƻƳŜǘƛŘƻ ŀ ǎǳ ƧǳǊƛǎŘƛŎŎƛƽƴΣ Ŝǎ ŘŜŎƛǊΣ ǘƻŘƻǎ ƭƻǎ ƧǳŜŎŜǎ 
de los distintos órdenes de gobierno tienen la obligación para que al juzgar se apliquen tanto las 
leyes internas, como los tratados o convenios internacionales, jurisprudencia emitida por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, entre otros organismos internacionales donde México sea o 
no parte, en virtud de que siempre se buscará conceder la mayor protección a las personas, principio 
άǇǊƻ ǇŜǊǎƻƴŀέΦ 5Ŝ Ŝǎǘŀ ŦƻǊƳŀ ǉǳŜŘŀ ŎƭŀǊƻ ǉǳŜ ǘƻŘƻ ŘŜǊŜŎƘƻ ƘǳƳŀƴƻ άǊŜŎƻƴƻŎƛŘƻέ ǇƻǊ ƭŀ 
Constitución y los tratados internacionales genera obligaciones para las autoridades mexicanas, con 
independencia del nivel de gobierno que ocupen o de la modalidad administrativa bajo la que estén 
organizadas. 
 

9. Las obligaciones de las autoridades mexicanas en materia de derechos humanos deberán cumplirse 
a la luz de los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad de los 
derechos. 
 

10. De acuerdo con lo señalado en el párrafo tercero del Artículo 1° a partir de la reforma el Estado 
Mexicano, debe prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones de derechos humanos. En 
razón de ello se encuentra establecido el fundamento legal de creación de diversas leyes como lo es 
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la Ley General de Víctimas, que tiene como finalidad la reparación integral de las violaciones a los 
derechos humanos, así como la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas, que crea el Mecanismo de Protección a Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas, entre otras. 
 

11. vǳŜŘŀ ǇǊƻƘƛōƛŘŀ ƭŀ ŘƛǎŎǊƛƳƛƴŀŎƛƽƴ ǇƻǊ Ŏŀǳǎŀ ŘŜ άǇǊŜŦŜǊŜƴŎƛŀǎ ǎŜȄǳŀƭŜǎέΦ !ƴǘŜǎ ŘŜ ƭŀ ǊŜŦƻǊƳŀΣ Ŝƭ 
ǘŜȄǘƻ ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭ ǎŜ ǊŜŦŜǊƝŀ ǎƛƳǇƭŜƳŜƴǘŜ ŀ ƭŀ ǇǊƻƘƛōƛŎƛƽƴ ŘŜ ŘƛǎŎǊƛƳƛƴŀǊ ǇƻǊ άǇǊŜŦŜǊŜƴŎƛŀǎέΣ ƭƻ ǉǳŜ 
para unos podía generar ciertas ambigüedades sobre el alcance de dicha prohibición. La reforma 
deja claramente señalado que son las preferencias sexuales las que no pueden ser tomadas en 
cuenta para efecto de dar un trato diferenciado a las personas o para negarles cualquier derecho.  

 

 

Para entender mejor la esencia de los derechos humanos tenemos que entrar al estudio de las 
distintas generaciones que contempla la doctrina, en virtud que la instauración de la protección 
internacional de los derechos humanos inicia a partir de la Segunda Guerra Mundial como 
reacción mundial colectiva contra los crímenes de lesa humanidad, creando sistemas 
internacionales que a su vez crearon una diversificación de instituciones e instrumentos con la 
finalidad de otorgar esa protección. En el transcurso de la historia se reconoce la existencia de 
varias generaciones, que se mencionan a continuación: 

 

 

DERECHOS DE LIBERTAD, CIVILES Y POLÍTICOS, el valor protegido es el principio de libertad, son 
los derechos destinados a la protección del ser humano de forma individual y que imponen al 
Estado el deber de abstenerse de interferir en su ejercicio y pleno goce de estos derechos.  

 

 

DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES, el valor protegido es el principio a la 
igualdad. Exigen para su realización efectiva la intervención de los poderes públicos, a través de 
prestaciones y servicios públicos para garantizar el bienestar económico, acceso al trabajo, la 
educación y a la cultura asegurando el desarrollo de los seres humanos. Estos derechos sirven de 
apoyo para los derechos de primera generación en virtud que difícilmente se puede contar con los 
de segunda generación sin tener los primeros. Los derechos que contempla esta generación son al 
trabajo, a la educación, a la salud, a la vivienda, entre otros. 

GENERACIONES DE LOS DERECHOS HUMANOS 

 

PRIMERA GENERACIÓN 

SEGUNDA GENERACIÓN 

http://es.wikipedia.org/wiki/Libertad
http://es.wikipedia.org/wiki/Igualdad_ante_la_ley
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DERECHOS AL DESARROLLO O DE LOS PUEBLOS, el valor protegido es el principio a la solidaridad. 
Contemplan cuestiones de carácter supranacional como el derecho a la paz y a un medio ambiente 
sano, unifica su incidencia en la vida de todos a escala universal, por lo que precisan para su 
realización una serie de esfuerzos y cooperaciones en un nivel mundial. Estos derechos aún no se 
encuentran contemplados en una declaración internacional, pero son tan básicos como los dos 
anteriores y, por lo tanto, están en proceso de definición. Los derechos que contempla esta 
generación son a un medio ambiente sano, vivir en una sociedad en paz, derechos de las futuras 
generaciones, entre otros. 

 

 

Para algunos autores, la cuarta generación de los derechos humanos se podría denominar ACCESO 
A LAS TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN, en virtud de que garantizará el 
estatus del ser humano en la sociedad digital. Se sustentarán en la necesidad de asegurar a todos 
los individuos el acceso a las tecnologías de información y comunicación, que permita fomentar el 
flujo e intercambio de información y conocimientos con la finalidad de eliminar las diferencias 
socioeconómicas existentes, evitar la aparición de nuevas formas de exclusión y transformarse en 
una fuerza positiva para todos los seres humanos del mundo, reduciendo la gran diferencia entre 
los países en desarrollo y los desarrollados, así como el desarrollo interno de cada país. Además de 
tomar en cuenta que con los grandes avances de la tecnología que vivimos hoy en día, el acceso o 
uso de la información permite influir y controlar la conducta de los ciudadanos, vulnerando la 
libertad personal. Es por lo anterior que algunos autores mencionan que estos derechos hacen 
referencia al ser humano en tanto especie.  
 
Algunos autores consideran cinco generaciones de derechos humanos e incluyen derechos civiles y 
políticos, reclamados por la burguesía; los económicos, sociales y culturales, los derechos de los 
pueblos y sectores diferentes, las luchas de descolonización y feministas; los ambientales, los 
derechos de las generaciones futuras; y los relativos al control del cuerpo y la organización 
genética de uno mismo, enfrentados a la mercantilización del interior de la vida4 . 

 
 

                                                           

4
 El tema de las generaciones de los derechos humanos fue consultado en la página Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos. Internet: http://www.cndh.org.mx/Que_Son_Derechos_Humanos. 

TERCERA GENERACIÓN 

CUARTA GENERACIÓN 

http://es.wikipedia.org/wiki/Especie
http://es.wikipedia.org/wiki/Burgues%C3%ADa
http://es.wikipedia.org/wiki/Descolonizaci%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Feminismo
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La Convención de Viena sobre los Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales fue 
aprobada por la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, el día 11 del mes de diciembre 
del año de 1987, según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del día 11 del mes 
de enero de 1988.  

La Convención de Viena establece los tratados constitutivos de organizaciones internacionales y 
tratados adoptados en el ámbito de una organización internacional, la capacidad de las 
organizaciones internacionales para celebrar tratados. Pacta sunt servanda, lo que significa que 
todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe.  

LA CONVENCIÓN DE VIENA 
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MARCO JURÍDICO EN 
MATERIA DE 
LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN 
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ά!ǊǘƝŎǳƭƻ мȏ  En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los Derechos Humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones 
que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretaran de conformidad con esta Constitución 
y con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas  la 
protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos en los términos 
ǉǳŜ ŜǎǘŀōƭŜȊŎŀ ƭŀ ƭŜȅΦέ 

 

 

 

άArtículo 6º. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún  

MARCO JURÍDICO 

 

 
Artículo 1º. En los Estados 
Unidos Mexicanos todo 
individuo gozará de las 

garantías que otorga esta 
Constitución, las cuales no 

podrán restringirse ni 
suspenderse, sino en los 

casos y con las condiciones 
que ella misma establece 

 
Texto de la Constitución de 1917 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DERECHO A LA INFORMACIÓN 
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delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos 
por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito 
Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y 
bases: 

 I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, 
estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés 
público en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el 
principio de máxima publicidad. 

II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso 
gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos. 

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos. 
Estos procedimientos se sustanciarán ante órganos u organismos especializados e imparciales, y 
con autonomía operativa, de gestión y de decisión. 

 V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos 
actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa 
y actualizada sobre sus indicadores de gestión y el ejercicio de los recursos públicos. 

VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la 
información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o morales. 

 VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública será 
sancionada en los términos que dƛǎǇƻƴƎŀƴ ƭŀǎ ƭŜȅŜǎΦέ 

Se puede interpretar que el presente Artículo se refiere a la exposición de las ideas por conducto 
de la palabra y el derecho a la información. 

Es por demás importante señalar que el Estado garantiza la libertad de pensar libremente y el 
derecho a reconocer ese pensamiento, ubicando al Estado Mexicano en una apertura democrática 
que permite aceptar la crítica abierta a las instituciones que lo constituyen. 
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Este mismo Artículo establece cuatro limitaciones a ese derecho, a saber: 

-  Ataque a la moral. 

- Ataquen derechos de terceros. 

- Cuando provoque algún delito.  

- Perturbe el orden público. 

 

 

La ley de Imprenta, reconoce una prerrogativa esencial de la sociedad ante la prensa; es el 
principio de equidad entre ésta y el lector ya que tipifica tres limitantes:  

 El respeto a la vida privada, 

 A la moral y, 

 A la paz pública.  

 
Bajo estos tres preceptos, la libertad de imprenta puede interpretarse también como una puerta 
abierta a la opinión subjetiva de un juez porque las costumbres pueden ser buenas y los ataques 
no, decentes o indecorosas, inofensivos o agresivos, según el discernimiento de quien las evalúe. 
 
Es por esto que surge la necesidad de actualizar esta ley, con el fin de que proteja y garantice la 
libre expresión, que sea congruente con el ejercicio pleno de los derechos humanos, una ley que 
contemple que la principal garantía es el derecho de los ciudadanos a contar con recursos legales 
para defenderse de posibles abusos de la prensa, pero que contenga también disposiciones para el 
ejercicio de las libertades de información y opinión. 
 
Por lo tanto, se deroga el Artículo 1°, el cual establecía άTodo hombre tiene el derecho de publicar 
sus pensamientos por la prensa, sin previa censura, salvo las restricciones establecidas por la 
ǇǊŜǎŜƴǘŜ ƭŜȅέ y el Artículo 31 ά[ƻǎ ŀǘŀǉǳŜǎ ŀ ƭŀ ǾƛŘŀ ǇǊƛǾŀŘŀ ǎŜ ŎŀǎǘƛƎŀǊłƴΥ 
 
I.- Con arresto de ocho días a seis meses y multa de cinco a cincuenta pesos cuando el ataque o 
injuria no esté comprendida en la fracción siguiente; 
 
II.- Con la pena de seis meses de arresto a dos años de prisión y multa de cien a mil pesos cuando el 
ataque o injuria sea de los que causen afrenta ante la opinión pública o consista en una imputación 

LIBERTAD DE IMPRENTA 
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o en apreciaciones que puedan perjudicar considerablemente la honra, la fama o el crédito  del 
injuriado, o comprometer de alguna manera grave la vida, la libertad o los derechos o intereses de 
este o exponerle al odio o al desprecio público. 
 
Los cambios realizados a esta Ley resultan de suma importancia ya que se contempla las penas en 
que incurre quien viole las restricciones establecidas como pueden ser ataques a la vida privada 
que son: de conformidad con el Artículo 1 ŘŜ ƭŀ ŎƛǘŀŘŀ [Ŝȅ άtoda manifestación o expresión 
maliciosa hecha verbalmente o por señales en presencia de una o más personas, o por medio de 
manuscrito, o de la imprenta, del dibujo, litografía, fotografía o de cualquier otra manera que 
expuesta o circulando en público, o transmitida por correo, telégrafo, teléfono, radiotelegrafía o 
por mensajes, o de cualquier otro modo, exponga a una persona al odio, desprecio o ridículo, o 
pueda causarle demérito o en su reputación o en sus intereses; y toda manifestación contra la 
memoria de un difunto con el propósito o intención de lastimar el honor o la pública estimación de 
los herederos o descendientes de aquél, que aún vivieren; todo informe, reportazgo o relación de 
las audiencias de los jurados o tribunales en asuntos civiles o penales, cuando refieran hechos 
falsos o se alteren los verdaderos con el propósito de causar daño a alguna persona, o se hagan, 
con el mismo objeto, apreciaciones que no estén ameritadas racionalmente por los hechos, siendo 
éstos verdaderoǎέ. 
 
Artículo 7o. Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquiera materia. 
Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni exigir fianza a los autores o 
impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no tiene más límites que el respeto a la vida 
privada, a la moral y a la paz pública. En ningún caso podrá secuestrarse la imprenta como 
instrumento del delito. 
 
Las leyes orgánicas dictarán cuantas disposiciones sean necesarias para evitar que so pretexto de 
las denuncias por delito de prensa, sean encarcelados los expendedores, "papeleros", operarios y 
demás empleados del establecimiento donde haya salido el escrito denunciado, a menos que se 
demuestre previamente la responsabilidad de aquellos. 
 
Esta garantía individual de libertad de imprenta se encuentra ligada  con el derecho a informar y a 
la información. Siendo la esencia del artículo escribir y publicar información y opiniones. 
 
Las limitaciones que establece este Artículo son: 
 

- Respeto a la vida privada, 
- A la moral, 
- A  la paz pública. 
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C. DE LOS DERECHOS DE LA VÍCTIMA O DEL OFENDIDO 
 

 
Χ VI. Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protección y 
restitución de sus derechos, eΧ 
 
 
La anterior fracción es importante con relación a las medidas cautelares a favor de las víctimas y se 
deben de citar en los acuerdos que emita la representación Social de la Federación. 

 
 

 

 

La Fiscalía Especial llevó a cabo una serie de acciones en conjunto con la sociedad civil para 
impulsar la Reforma Constitucional a la fracción XXI del Artículo 73, cuyo decreto se publicó en el 
Diario Oficial de la Federación el 25 de junio de 2012 mediante la cual una vez que entren en vigor 
las reformas a la legislación secundaria, le permitirá contar con mayor capacidad de acción, ya que 
podrá ejercer la facultad de atracción de los delitos del fuero común cuando tengan conexidad con 
delitos federales vinculados con el tema de la libertad de expresión. 

 

 

 

 

 

!w¢N/¦[h нлΣ !t!w¢!5h ά/Ϧ 59 [! /hb{¢L¢¦/Ljb th[L¢L/! 59 [h{ 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Å  

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL PÁRRAFO SEGUNDO DE LA FRACCIÓN XXI DEL 
ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
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Antecedentes 5 

άΧ5ŜǊƛǾŀŘƻ ŘŜ ŜǎǘŜ ƎǊŀǾŜ ŎƻƴǘŜȄǘƻ ŘŜ ƛƴǎŜƎǳǊƛŘŀŘ Ŝ ƛƳǇǳƴƛŘŀŘ ǉǳŜ ǇǊŜǾŀƭŜŎŜ Ŝƴ Ŝƭ ǇŀƝǎΣ 
especialmente respecto al avance de investigaciones penales por agresiones a periodistas, así 
como la falta de sanciones a los responsables de las mismas, aunado a una serie de 
recomendaciones tanto a nivel interno como internacional el 25 de junio de 2012, el Ejecutivo 
Federal promulgó el decreto de Reforma Constitucional según el cual se adiciona el párrafo 
segundo de la fracción XXI del Artículo 73 para quedar como sigue: 

ά!ǊǘƝŎǳƭƻ тоΦ  

ώΧϐ 

··LΦ ώΧϐ [ŀǎ ŀǳǘƻǊƛŘŀŘŜǎ ŦŜŘŜǊŀƭŜǎ ǇƻŘǊłƴ ŎƻƴƻŎŜǊ ǘŀƳōƛŞƴ ŘŜ ƭƻǎ ŘŜƭƛǘƻǎ ŘŜƭ ŦǳŜǊƻ ŎƻƳǵƴΣ 
cuando éstos tengan conexidad con delitos federales o delitos contra periodistas, personas o 
instalaciones que afecten, limiten o menoscaben el derecho a la información o las libertades de 
ŜȄǇǊŜǎƛƽƴ ƻ ƛƳǇǊŜƴǘŀΦέ 

Los transitorios de dicho decreto hacen referencia a la obligación del Congreso de la Unión de 
realizar las reformas a las leyes secundarias que correspondan en un plazo máximo de hasta seis 
meses, contados a partir del día siguiente de la entrada en vigor del presente Decreto.  

Asimismo, el tercer transitorio menciona que la autoridad federal podrá ejercer la facultad de 
atracción a que se refiere el Decreto, después de la entrada en vigor de las reformas a la ley 
ǎŜŎǳƴŘŀǊƛŀΣ ǉǳŜ ŀƭ ŜŦŜŎǘƻ ŜȄǇƛŘŀ Ŝƭ IƻƴƻǊŀōƭŜ /ƻƴƎǊŜǎƻ ŘŜ ƭŀ ¦ƴƛƽƴΦ ά 

Consideraciones 

άΧƴǳŜǎǘǊŀ /ŀǊǘŀ aŀƎƴŀ ȅ ƭƻǎ ¢ǊŀǘŀŘƻǎ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ǊŜŎƻƴƻŎŜƴ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀƭ ŀŎŎŜǎƻ ŀ ƭŀ 
información y  el derecho a la libertad de expresión. Sin embargo, estos derechos necesariamente 

                                                           

5
 El presente apartado (Foja 16-34) corresponde a una cita textual original del proyecto de Reforma al 

Artículo 73, fracción XXI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Publicado en la Gaceta 
del Senado No. 60, de fecha 27 de noviembre de 2012, durante el Primer Periodo Ordinario de Sesiones. 

INICIATIVA PARA REFORMAR LA LEY SECUNDARIA, REGLAMENTARIA DE LA 
FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 CONSTITUCIONAL 
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se deben contemplar como indisociables a otros como el derecho a la vida, a la integridad, al 
honor, al acceso a la justicia, a la verdad, entre otros, a fin de que realmente se pueda hablar de 
una verdadera protección y respeto de los derechos fundamentales. 

La libertad de expresión contiene dos dimensiones que se reclaman y se sustentan mutuamente. 
Por una parte, existe la llamada dimensión individual, que asegura la posibilidad de utilizar 
cualquier medio idóneo para difundir el pensamiento propio y llevarlo al conocimiento de los 
demás. Los receptores potenciales o actuales del mensaje tienen, a su vez, el derecho de recibirlo: 
derecho que concreta la dimensión social de la libertad de expresión. Ambas dimensiones deben 
ser protegidas simultáneamente. Cada una adquiere sentido y plenitud en función de la otra. 

La adopción de las medidas necesarias para proteger los derechos de las personas bajo la 
jurisdicción del Estado mexicano es uno de los compromisos fundamentales de México frente a la 
comunidad internacional. En este sentido, la protección de personas, periodistas e instalaciones se 
debe convertir en una cuestión prioritaria en la agenda del Estado. Uno de los medios para logar lo 
anterior es la adopción de medidas legislativas, como la propuesta en la presente iniciativa. 

Como señala la exposición de motivos del decreto de reforma constitucional del Artículo 73, 
fracción XXI, de fecha 25 de junio de 2012, no sólo las agresiones al gremio periodístico 
representan un ataque directo a la vigencia del Estado de Derecho, sino también la inacción de las 
autoridades competentes, lo cual se traduce en impunidad. 

Es precisamente esta impunidad la que se erradicaría con la efectiva investigación de los delitos, 
así como el procesamiento y sanción de los responsables, dentro de un plazo razonable. Se trae a 
ŎƻƭŀŎƛƽƴ Ŝƭ ǇƭŀȊƻ ǊŀȊƻƴŀōƭŜΣ ǇǳŜǎ άŜƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŘŜ ŀŎŎŜǎƻ ŀ ƭŀ ƧǳǎǘƛŎƛŀ ƛƳǇƭƛŎŀ ǉǳŜ ƭŀ ǎƻƭǳŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ 
controversia se produzca en tiempo razonable y que una demora prolongada puede llegar a 
ŎƻƴǎǘƛǘǳƛǊΣ ǇƻǊ ǎƝ ƳƛǎƳŀΣ ǳƴŀ ǾƛƻƭŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ ƎŀǊŀƴǘƝŀǎ ƧǳŘƛŎƛŀƭŜǎέΦ  

La presente iniciativa tiene como objeto reglamentar la reforma constitucional del artículo 73 
fracción XXI, de fecha 25 de junio de 2012, a fin de dar capacidad a las autoridades federales para 
ejercer la facultad de atracción a la que se refiere el recién reformado texto constitucional. Para 
estos efectos, es necesario distinguir entre las figuras sustantivas y adjetivas necesarias. 

Conforme a las consideraciones ya expresadas, el presente proyecto tiene como objetivos 
específicos: (i) delimitar con precisión los casos en que la Federación podrá ejercer la facultad de 
atracción a la que hace referencia nuestra Carta Magna; (ii) establecer los medios para fortalecer a 
la Fiscalía Especializada de atención a este tipo de delitos; y (iii) combatir la impunidad de estos 
delitos, promoviendo una eficiente investigación, enjuiciamiento y sanción de los perpetradores 
de los mismos, mediante la tipificación de los delitos contra la libertad de expresión y acceso a la 
información.  
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A fin de obtener los objetivos antes planteados, se consideró pertinente el análisis de los 
siguientes ordenamientos jurídicos: 

a) Código Penal Federal.   
b) Código Federal de Procedimientos Penales.   
c) Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.   
d) Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.  

 

 

Si bien es cierto que muchas de las conductas tipificadas como delitos en la norma y que son 
perpetradas contra las personas que ejercen el Periodismo o instalaciones que se utilizan para 
realizar dicha actividad son competencia del fuero común, la necesidad de regular la facultad de 
atracción en materia de derecho a la información y libertad de expresión no es gratuita. Como ya 
se mencionó en el documento, el contexto político y de inseguridad que impera en México torna al 
ejercicio de estos derechos en una actividad altamente riesgosa, particularmente cuando estos 
atentados ocurren en ciudades y municipios, en los que las instituciones están debilitadas, ya sea 
por las circunstancias precarias que tienen para atender los delitos y las colocan en desventaja 
frente a la fuerza que representan los grupos detentadores de poder locales que, aunque no 
siendo del Estado, son superiores a este en fuerza fáctica, o bien, porque los atentados provienen 
directamente de los agentes del Estado locales. Lo anterior hace imposible la debida atención a 
Ŝǎǘƻǎ ŘŜƭƛǘƻǎ ǉǳŜ ǎƻƴ άƛƴǾƛǎƛōƭŜǎέ ƳǳŎƘŀǎ ŘŜ ƭŀǎ ǾŜŎŜǎ ŦǊŜƴǘŜ ŀ ƭŀǎ ŀǳǘƻǊƛŘŀŘŜǎ ƭƻŎŀƭŜǎΦ   

Ciertamente, no se trata de hacer del conocimiento exclusivo de la Federación estos delitos, es 
ŘŜŎƛǊΣ άŦŜŘŜǊŀƭƛȊŀǊƭƻǎέΣ ƭƻ ǉǳŜ ǎŜ ǇǊŜǘŜƴŘŜ Ŝǎ ŜǎǘŀōƭŜŎŜǊ ŎǊƛǘŜǊƛƻǎ ŎƭŀǊƻǎ ǉǳŜ ǇŜǊƳƛǘŀƴ ŀ ƭŀ 
Federación, en este caso al Ministerio Público Federal, ejercer la facultad de atracción para 
investigar y perseguir a los responsables de perpetrar dichas conductas, así como al Poder Judicial 
de la Federación procesarlos y sentenciarlos, en tanto las imposibilidades de hacerlo en lo local 
son superadas. 

Actualmente, el párrafo segundo del Artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales, 
contempla un texto que a primera vista pareciera no ser contrario a la nueva fórmula del  
Artículo 73, fracción XXI, ya ǉǳŜ ŜǎǘŀōƭŜŎŜ ǉǳŜΥ άώΧϐ9ƴ Ŏŀǎƻ ŘŜ ŎƻƴŎǳǊǎƻ ŘŜ ŘŜƭƛǘƻǎΣ Ŝƭ aƛƴƛǎǘŜǊƛƻ 
Público Federal será competente para conocer de los delitos del fuero común que tengan 
conexidad con delitos federales, y los jueces federales tendrán, asimismo, competencia para 
juzgarlƻǎώΧϐέΦ  

Dicha disposición únicamente contempla la posibilidad de que el Ministerio Público de la 
Federación conozca de delitos del fuero común cuando éstos tengan conexidad con delitos 

a.  Regulación de la facultad de atracción 
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federales, y omite los delitos del fuero común que tengan conexidad con delitos contra 
periodistas, personas o instalaciones que afecten, limiten o menoscaben el derecho a la 
información o las libertades de expresión o imprenta como lo establece la reforma constitucional 
en la materia. Entonces, la fórmula vigente, estrictamente habla de la competencia de la 
Federación en caso de concurso de delitos, y omite la facultad de conocer de delitos en materia de 
derecho a la información o las libertades de expresión o imprenta, por tanto es en este numeral 
donde se considera pertinente hablar de la facultad de atracción en la materia. 

Por lo anterior, y a fin de adecuar el ordenamiento antes citado a nuestra Carta Magna, se 
propone reformar el texto del Artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales, 
agregando un párrafo cuarto, que establezca los supuestos en los cuales el Ministerio Público 
Federal podría ejercer la facultad de atracción a la que se refiere la fracción XXI del Artículo 73 
constitucional.  

Para el establecimiento de dichos supuestos se atendieron a problemáticas concretas, las cuales 
representan las mayores causas de impunidad de este tipo de delitos, actualmente. Dichas 
problemáticas se explican a continuación: 

 

 

Dada la extensión y profundidad alcanzadas por la corrupción en nuestro país, ésta deviene un 
tema importante en lo que respecta a la definición de competencia de los delitos contra personas, 
periodistas, o instalaciones que afecten, limiten o menoscaben el derecho a la información o las 
libertades de expresión o imprenta. Así, el primer supuesto se introduce en atención a este 
reclamo social, a fin de erradicar la impunidad de dichas conductas, cuando en ellas existan 
indicios que hagan posible presumir que haya participado un servidor público de las entidades 
federativas.  

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha referido que es clave resguardar la 
investigación de la contaminación o alteración de la prueba que puedan realizar los posibles 
perpetradores, cuando ellos sean agentes que tienen funciones de investigación como la Policía 
Militar, la Policía, el Ejército en ciertas zonas, la Fiscalía o Ministerio Público, el personal 
penitenciario o cualquier otra entidad del Estado. 

El mismo Tribunal internacional también ha establecido que la obligación de investigar se 
ƳŀƴǘƛŜƴŜ άcualquiera sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, aún los 
particulares, pues si sus hechos no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, 
auxiliados por el poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del EstadoέΦ 

b. Presunción de que las autoridades locales están involucradas en la comisión del 
hecho que la ley señala como delito 
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Lo anterior pone de manifiesto la importancia, y sobre todo, obligatoriedad para el Estado 
mexicano de investigar hechos posiblemente constitutivos de delito, con independencia de quién 
resulte responsable penalmente. Así, se entiende que si la autoridad local no investiga con la 
debida diligencia y la autoridad Federal no atrae el asunto, el Estado mexicano puede incurrir en 
responsabilidad internacional. He ahí la importancia de dotar a la Federación de esta facultad de 
atracción en el supuesto antes mencionado. 

9ƴ ƭŀ ǇǊƻǇǳŜǎǘŀΣ ŀŘŜƳłǎΣ ǎŜ ƛƴǘǊƻŘǳŎŜ ƭŀ ŦǊŀǎŜ ά[ŀ ŜȄƛǎǘŜƴŎƛŀ ŘŜ ƛƴŘƛŎƛƻǎ ǉǳŜ ǇŜǊƳƛǘŀƴ ǇǊŜǎǳƳƛǊΧέΣ 
en virtud de que se consideró que el umbral de certeza para efecto de que la Federación pueda 
atraer es muy alto. Ello supondría que el Ministerio Público Federal tendría que esperar a que 
hubiera una sentencia definitiva que resolviera que el servidor público local efectivamente es 
responsable del delito del que se trata, lo cual a todas luces resultaría inefectivo. Además, en este 
punto se tomaría en consideración el principio general de Derecho de non bis in idem, nadie puede 
ser juzgado dos veces por los mismos hechos que la ley señala como delito. Entonces bastaría con 
indicios, esto quiere decir, que el Ministerio Público Federal deberá tener fundamento razonable 
para sostener que algún servidor público de la entidad federativa ha cometido, participado, 
fomentado o encubierto el delito. 

Por todo lo anteriormente señalado, se propone la inclusión de un inciso a) que establezca lo 
siguiente:  

a) La existencia de indicios que permitan presumir que en el hecho que la ley señale como delito, 
haya participado un servidor público de una Entidad Federativa.  

 

 

Es pertinente recordar que la exigencia del derecho penal mínimo es de gran relevancia para el 
derecho internacional de los derechos humanos, así la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha señalado que: 

En una sociedad democrática el poder punitivo sólo se ejerce en la medida estrictamente 
necesaria para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves que los 
dañen o pongan en peligro. Lo contrario conduciría al ejercicio abusivo del poder punitivo del 
Estado. 

Por lo anterior, toda medida penal se debe analizar con especial cautela, preponderando la 
extrema gravedad de la conducta, el dolo y demás datos que pongan de manifiesto la necesidad ς
de forma excepcional- de utilizar medidas penales para ajustarse a la obligación del derecho penal 
mínimo. 

c. Gravedad de los hechos que la ley señala como delito y su impacto en todos los 
derechos humanos de una sociedad democrática  
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En cuanto a la violencia y delitos contra quienes ejercen su derecho a la libertad de expresión, el 
Relator Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y de Expresión, la 
Representante para la Libertad de los Medios de Comunicación de la Organización para la 
Seguridad y la Cooperación en Europa la Relatora Especial de la Organización de los Estados 
Americanos para la Libertad de Expresión y la Relatora Especial sobre Libertad de Expresión y 
Acceso a la Información de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos en la 
ά5ŜŎƭŀǊŀŎƛƽƴ ŎƻƴƧǳƴǘŀ ǎƻōǊŜ ŘŜƭƛǘƻǎ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀ ƭƛōŜǊǘŀŘ ŘŜ ŜȄǇǊŜǎƛƽƴέ ŀŘƻǇǘŀŘŀ Ŝƭ нр ŘŜ Ƨǳƴƛƻ ŘŜ 
нлмн Ƙŀƴ ǇǊŜŎƛǎŀŘƻ ǉǳŜ άƭƻǎ ŘŜƭƛǘƻǎ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀ ƭƛōŜǊǘŀŘ ŘŜ ŜȄǇǊŜǎƛƽƴ ǊŜǾƛǎǘŜƴ ŜǎǇŜŎƛŀƭ ƎǊŀǾŜŘŀŘΣ 
puesto que representan un ataque dirŜŎǘƻ ŎƻƴǘǊŀ ǘƻŘƻǎ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ŦǳƴŘŀƳŜƴǘŀƭŜǎέΣ ǎƛǘǳŀŎƛƽƴ 
ǉǳŜ ŜǾƛŘŜƴŎƛŀ ǉǳŜ άǊŜǇǊŜǎŜƴǘŀƴ ŀǘŀǉǳŜǎ ƴƻ ǎƽƭƻ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀǎ ǾƝŎǘƛƳŀǎ ǎƛƴƻ ǉǳŜ ŀŦŜŎǘŀƴ ŀ ƭŀ ƭƛōŜǊǘŀŘ 
de expresión en sí misma y al derecho de todas las personas a procurar obtener y recibir 
información Ŝ ƛŘŜŀǎέ. 

9ƴ ƭŀ ά5ŜŎƭŀǊŀŎƛƽƴ ŎƻƴƧǳƴǘŀ ǎƻōǊŜ ŘŜƭƛǘƻǎ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀ ƭƛōŜǊǘŀŘ ŘŜ ŜȄǇǊŜǎƛƽƴέΣ ǎŜ ŜǎǘŀōƭŜŎŜ ŘŜƴǘǊƻ ŘŜƭ 
Principio 2 relativo a la obligación estatal de prevenir y prohibir que: 

άLa categoría de delitos contra la libertad de expresión debería estar reconocida por el derecho 
penal, ya sea en forma expresa o como una circunstancia agravante que suponga la imposición de 
penas más severas para tales delitos en razón de su gravedadέΦ  

Más aún, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la función de la 
jurisdicción penal en casos de graves violaciones de derechos humanos no puede sustituirse con la 
jurisdicción disciplinaria. 

No obstante lo anterior, otro parámetro para identificar qué delitos son graves, se encuentra en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en concreto en el segundo párrafo del 
Artículo 19 constitucional, el cual refiere:  

άώΧϐ 9ƭ ƧǳŜȊ ƻǊŘŜƴŀǊł ƭŀ ǇǊƛǎƛƽƴ ǇǊŜǾŜƴǘƛǾŀΣ ƻŦƛŎƛƻǎŀƳŜƴǘŜΣ Ŝƴ ƭƻǎ Ŏŀǎƻǎ ŘŜ ŘŜƭƛƴŎǳŜƴŎƛŀ ƻǊƎŀƴƛȊŀŘŀΣ 
homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos 
como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad 
ŘŜ ƭŀ ƴŀŎƛƽƴΣ Ŝƭ ƭƛōǊŜ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ŘŜ ƭŀ ǇŜǊǎƻƴŀƭƛŘŀŘ ȅ ŘŜ ƭŀ ǎŀƭǳŘ ώΧϐέ 

Lo anterior no quiere decir que este catálogo de números clausus es el único aplicable, pues a raíz 
de la reforma constitucional en materia de derechos humanos de junio de 2011, es posible 
atender a criterios más amplios contenidos en tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano es parte. 

Por las consideraciones antes expuestas, se propone el inciso b): 

b) Tratándose de delitos graves así calificados por el ordenamiento jurídico mexicano.  
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La obligación de investigar violaciones a los derechos humanos   como lo son las conductas que 
afecten, limiten o menoscaben el derecho a la información o las libertades de expresión o 
imprenta    es uno de los deberes elementales del Estado para garantizar la tutela de los derechos 
fundamentales. La investigación permite esclarecer las circunstancias en las que ocurrieron los 
hechos que generan responsabilidad estatal, constituyendo un paso necesario para el 
conocimiento de la verdad por parte de los familiares de las víctimas y la sociedad, así como el 
castigo de los responsables y el establecimiento de medidas que prevengan la repetición de las 
violaciones a los derechos humanos. 

En este sentido y atendiendo a los criterios establecidos por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, el Ministerio Público de la Federación podrá ejercer la facultad de atracción cuando la 
investigación no haya atendido a los principios generales de debida diligencia, que son: 

a) Oficiosidad: La investigación debe desarrollarse de oficio por parte de las autoridades 
competentes; 

b) Oportunidad: La investigación debe iniciarse de manera inmediata, ser llevada a cabo en 
un plazo razonable y ser propositiva;   

c) Competencia: La investigación debe ser realizada por profesionales competentes y 
empleando los procedimientos apropiados;   

d) Independencia e imparcialidad de las autoridades investigadoras;   
e) Exhaustividad: La investigación debe agotar todos los medios para esclarecer la verdad de 

los hechos y proveer castigo a los responsables; y   
f) Participación: La investigación debe desarrollarse garantizando el respeto y participación 

de las víctimas y sus familiares.  

Por otra parte, a partir del análisis de las sentencias de la Corte Interamericana, es dable colegir 
que para que una investigación pueda considerarse como apegada a los estándares de debida 
diligencia, debe contener los siguientes elementos básicos:  

a) Estar destinada a localizar a la víctima o sus restos en caso de no conocerse su paradero;  
b) Estar dirigida a establecer la identidad de la/s víctima/s en caso de ejecución extrajudicial;  
c) Estar dirigida a sancionar a todas las personas responsables de las  violaciones;  
d) Abarcar la totalidad de los hechos violatorios a los derechos humanos;  
e) Ejecutar las órdenes de captura y las decisiones judiciales;  
f) Utilizar todos los medios a su alcance para la obtención de pruebas;  
g) Contar con el apoyo de expertos para dar con la verdad de los hechos;  

d. Falta de debida diligencia por parte de las autoridades locales en la sustanciación de las 
investigaciones   
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h) Tener en cuenta el contexto y las peculiaridades de la situación o del tipo de violación que 
se está investigando;  

Considerar diversas hipótesis, contar con una metodología para evacuarla y ser consistente. 

Los elementos o lineamientos señalados anteriormente, son los criterios internacionales 
reconocidos que debe seguir toda investigación ministerial, esto quiere decir, que cuando las  
autoridades locales no respeten todos y cada uno de estos criterios de manera concurrente, 
estarán faltando a su deber de debida diligencia y es esto lo que justifica que el Ministerio Público 
de la Federación, de manera complementaria o subsidiaria, pueda ejercer la facultad de atracción 
referida en el Artículo 73, fracción XXI. En este sentido, el tercer supuesto que se propone es 
insertar un inciso c) que establezca que: 

c) Cuando la autoridad competente de conocer y perseguir el delito no haya actuado con debida 
diligencia.  

 

 

En nuestro país, aunque la mayor parte de los casos de impunidad de delitos que afectan, limitan 
o menoscaban la libertad de expresión, se deben a las problemáticas antes presentadas, también 
se presentan casos en los que las Entidades Federativas se ven impedidas para llevar a cabo la 
investigación o proseguir con ella, por falta de capacidad. 

A fin de determinar la incapacidad para conocer o perseguir en un asunto determinado, el 
Ministerio Público de la Federación examinará si la autoridad investigadora de la Entidad 
Federativa, debido al colapso total o sustancial de su administración o al hecho de que carece de 
ella, no puede hacer comparecer al acusado, no dispone de las pruebas y los testimonios 
necesarios o no está por otras razones en condiciones de llevar a cabo la investigación por no 
contar con los medios materiales necesarios. 

En este punto, conviene notar que se proponen dos incisos diversos, toda vez que el en primero se 
trata de una falta de disposición que puede ser aceptada o no por la autoridad de la Entidad 
Federativa, es decir, el supuesto se materializa con independencia de que la autoridad local sea la 
que haya buscado que el Ministerio Público de la Federación ejerza la facultad de atracción, de 
manera que el inciso d) quedaría como sigue: 

d) Cuando haya incapacidad de las autoridades locales de conocer y perseguir el delito.  

e. Incapacidad de las autoridades locales 
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El segundo supuesto se trata de aquélla hipótesis en la que la autoridad local de buena fe 
considera que no tiene la capacidad para investigar. La diferencia radica en que la propia 
autoridad dará aviso al Ministerio Público de la Federación de esta situación: 

Una vez analizadas las cuatro hipótesis bajo las cuales se podría ejercer la facultad de atracción, es 
conveniente presentar cómo quedaría el Artículo 10 del Código Federal de Procedimientos 
Penales. 

 

i. Código Federal de Procedimientos Penales 

  Artículo 10.-  

Χ  

Χ  

Χ  

En los casos de delitos del fuero común cometidos contra periodistas, personas o instalaciones 
que afecten, limiten o menoscaben el derecho a la información o las libertades de expresión o 
imprenta, el Ministerio Público de la Federación podrá ejercer su facultad de atracción para 
conocerlos y perseguirlos, cuando se presente alguna de las siguientes circunstancias: 

a) La existencia de indicios que permitan presumir que en la comisión del hecho que la ley 
señale como delito, haya participado algún servidor público de la Entidad Federativa;   

b) Se trate de delitos graves así calificados por la ley; 

c) Cuando la autoridad competente de conocer y perseguir el delito no haya actuado con 
debida diligencia;   

d) Cuando haya incapacidad de las autoridades locales de conocer y perseguir el delito;   
e) Cuando lo solicite la Entidad Federativa de que se trate.    

En cualquiera de los supuestos anteriores la víctima u ofendido podrá solicitar al Ministerio 
Público de la Federación el ejercicio de esta facultad de atracción. 

Los jueces federales tendrán competencia para juzgar y sentenciar a las personas respecto de las 
cuales el Ministerio Público de la Federación haya ejercido dicha facultad de atracción y la acción 
penal. 

f. Propuesta de reformas 
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Χ 

Por otra parte, con la anterior adición al Artículo 10, necesariamente se tendría que reformar el 
Artículo 6 del citado Código Federal de Procedimientos Penales, que establece: άEs tribunal 
competente para conocer de un delito, el del lugar en que se comete, salvo lo previsto en los 
párrafos segundo y tercero del AǊǘƝŎǳƭƻ млέΣ a fin de que quede como sigue: 

Artículo 6.- 

ά9ǎ ǘǊƛōǳƴŀƭ ŎƻƳǇŜǘŜƴǘŜ ǇŀǊŀ ŎƻƴƻŎŜǊ ŘŜ ǳƴ ŘŜƭƛto, el del lugar en que se comete, salvo lo 
previsto en los párrafos segundo, tercero y cuarto del AǊǘƝŎǳƭƻ млΦέ 

ii. Ley Orgánica a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación   

En cuanto al Artículo 50 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el cual regula la 
competencia de los jueces penales federales, se consideró innecesario reformar la fracción I del 
mismo, que prevé un listado de delitos del orden federal. Toda vez que esto supondría el 
otorgamiento de una facultad exclusiva a la Federación, o lo que se conoce comúnmente como 
άŦŜŘŜǊŀƭƛȊŀŎƛƽƴέΣ ǊŜǎǇŜŎǘƻ ŀ ƭƻǎ ŘŜƭƛǘƻǎ ǉǳŜ ŀŦŜŎǘŜƴ ƭƛƳƛǘŜƴ ƻ ƳŜƴƻǎŎŀōŜƴ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀ ƭŀ 
información o las libertades de expresión o imprenta. 

La reforma constitucional al Artículo 73, fracción XXI, no prŜǾŞ ǳƴŀ άŦŜŘŜǊŀƭƛȊŀŎƛƽƴέ ŘŜ ƭƻǎ ŘŜƭƛǘƻǎ 
que afecten limiten o menoscaben el derecho a la información o las libertades de expresión o 
imprenta, sino una facultad de atracción de la Federación. Esto supone que en algunos casos, la 
autoridad federal podrá ejercer dicha facultad, mas no necesariamente lo hará en todos los casos. 
Para ello, es necesario especificar los casos de procedencia de la facultad de atracción, por lo cual 
se fijó un listado de supuestos en la redacción propuesta del Artículo 10 del Código Federal de 
Procedimientos Penales. 

No obstante, lo antes expuesto no implica que el artículo 50 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación no deba ser reformado, ya que se considera necesario reforzar la 
competencia de los Jueces Federales en estos supuestos y no correr el riesgo de que se 
decline la competencia en estos casos. Es por esto que se propone adicionar una fracción 
IV, que a la letra disponga: 

Artículo 50.  

Los jueces federales penales conocerán: 

ώΧϐ 



 

29 

 

Subprocuraduría de Derechos Humanos, 

Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad 

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos 

contra la Libertad de Expresión. 

ώΧϐ 

ώΧϐ 

IV. De los hechos respecto de los que el Ministerio Público de la Federación haya ejercido 
facultad de atracción.  

Fortalecimiento de la FEADLE 

Por otra parte y atendiendo a las recomendaciones hechas por Relatora Especial para la Libertad 
de Expresión de la CIDH y el Relator Especial de la ONU para la Libertad de Opinión y Expresión, se 
considera imperiosa la necesidad de fortalecer a la Fiscalía Especializada para la Atención de 
Delitos Cometidos contra la Libertad de Expresión, de la Procuraduría General de la República, 
creada por Acuerdo A/145/10 del Procurador General de la República, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 5 de julio de 2010.  

1. Debilidad respecto a estructura, autonomía y presupuesto 

Tanto la Relatora Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH, como el Relator Especial de la 
ONU han coincidido en que es necesario dotar a la Fiscalía Especial de la Procuraduría General de 
la República y a las procuradurías locales de mayor autonomía y mayores recursos.  

Respecto a este punto, se debe subrayar que el hecho de que la Fiscalía antes mencionada no se 
encuentre enunciada expresamente en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República 
ni en su Reglamento, es un factor a tomar en cuenta, debido a que al ser creada por Acuerdo del 
Procurador General de la República, no satisface las problemáticas que se presentan. 

En aras de fortalecerla y darle mayor sustentabilidad y autonomía, con el fin de que tenga un 
mejor funcionamiento y mayores alcances, debe contemplarse en la propia Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de la República (LOPGR), atendiendo al tipo de problemática a la que nos 
enfrentamos.  

2. Permanencia 

Otra de las cuestiones que se pretenden con el fortalecimiento de la Fiscalía Especial para la 
Atención de Delitos cometidos contra la Libertad de Expresión es su permanencia, esto es, dotarla 
de estabilidad en todos los sentidos. Para ello, basta atender a la propia reforma constitucional 
por la que adiciona el párrafo segundo de la fracción XXI del Artículo 73.  

Esto quiere decir, no otra cosa más que estamos ante una problemática grave, tan es así que se 
consideró imperiosa la necesidad de incluir su regulación en el propio texto constitucional. 



 

30 

 

Subprocuraduría de Derechos Humanos, 

Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad 

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos 

contra la Libertad de Expresión. 

Lo anterior pone de manifiesto que los delitos contra periodistas, personas o instalaciones que 
afecten, limiten o menoscaben el derecho a la información o las libertades de expresión o 
imprenta, son un problema que sobrepasa las capacidades de una Fiscalía Especial cuya naturaleza 
es contingente y se basa en el combate de un fenómeno que se presume desaparecerá y la 
Fiscalía, por tanto, se pretende extinguir en un periodo de tiempo determinado ςes decir, no es 
permanente-. Frente al reto que representa el fenómeno de la violencia en materia de derecho a 
la información y libertad de expresión, la exigencia de un órgano cuya permanencia garantice su 
combate es a todas luces necesario, ya que estamos ante una complicación que no sólo no ha 
podido ser controlada, sino que se incrementa con el paso del tiempo. 

3. Propuesta de reforma  

Por lo antes señalado, se propone reformar los artículos 10, 11 y 14 de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de la República (LOPGR). 

Artículo 10 de la LOPGR 

En primer lugar, se propone la reforma al Artículo 10 de la referida Ley, el cual prevé las personas 
de las que se auxiliará el Procurador General de la República, para el despacho de los asuntos que 
competen a la Procuraduría General de la República y al Ministerio Público Federal conforme a la 
Constitución. Se sugiere que se adicione la fracción V haciendo mención expresa de los Fiscales 
Especializados y, por tanto, todas las fracciones posteriores se recorrerían a fin de adecuar el 
numeral, quedando como sigue: 

Artículo 10.- Para el despacho de los asuntos que competen a la Procuraduría General de la 
República y al Ministerio Público de la Federación conforme a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el presente ordenamiento y demás disposiciones aplicables, el 
Procurador General de la República se auxiliará de:  

I. Subprocuradores;  

II. Oficial Mayor;  

III. Visitador General;  

IV. Coordinadores;  

V. Fiscales especializados 

VI. Titulares de unidades especializadas; 
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 VII. Directores generales;  

VIII. Delegados;  

IX. Titulares de órganos desconcentrados;  

X. Agregados;  

XI. Agentes del Ministerio Público de la Federación, agentes de la Policía Federal Ministerial, 
oficiales ministeriales, visitadores y peritos; 

XII. Directores, subdirectores, subagregados, jefes de departamento, titulares de órganos y 
unidades técnicos y administrativos, centrales y desconcentrados, y demás servidores públicos que 
establezca el reglamento de esta ley y otras disposiciones aplicables. 

Artículo 11 de la LOPGR 

Por su parte, el Artículo 11 del mismo ordenamiento establece el régimen de especialización de la 
PGR, para un mejor funcionamiento de la misma, en él queda establecida la naturaleza de las 
Unidades Administrativas que, más no la de las Fiscalías Especiales, por lo que habrá que hacer 
mención expresa de las mismas. 

En este sentido, la propuesta es que, con el fin de que la Procuraduría General de la República 
pueda atender a los delitos que atenten contra el derecho a la información y las libertades de 
expresión e imprenta, en ejercicio de su facultad de atracción, el área encargada de hacerlo ς
Fiscalía Especial-, cuente con los recursos humanos y materiales necesarios para combatir 
efectivamente dichas conductas delictivas de manera más autónoma y permanente. 

Por ello es que se propone adicionar un inciso b) en el apartado I. del Artículo 11 de la Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de la República que establezca que la PGR contará con 
Fiscalías Especiales que atiendan delitos que atenten contra la libertad de expresión, y los demás 
incisos se adecuarían. 

La segunda adecuación al mismo Artículo 11 sería relativa al apartado II, que trata del sistema de 
coordinación regional y desconcentración. Se propone reformar los incisos c) y e) a fin de adicionar 
a las Fiscalías Especiales en este texto, de manera que no se encuentren con obstáculos en su 
actuación. 

Por estas consideraciones proponemos que el Artículo 11 del multicitado ordenamiento disponga: 
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Artículo 11.- Para el desarrollo de las funciones de la Procuraduría General de la República y del 
Ministerio Público de la Federación, contará con un sistema de especialización y de coordinación 
regional y desconcentración, sujeto a las bases generales siguientes: 

I. Sistema de especialización:   

a. La Procuraduría General de la República contará con unidades administrativas 
especializadas en la investigación y persecución de géneros de delitos, atendiendo a las 
formas de manifestación de la delincuencia organizada, así como a la naturaleza, 
complejidad e incidencia de los delitos federales;   

b. La Procuraduría General de la República contará con Fiscalías Especiales para la 
investigación y persecución de géneros de delitos, atendiendo a las formas de 
manifestación de los delitos que atenten contra el derecho a la información o las 
libertades de expresión o imprenta, en los términos del artículo 73, fracción XXI de la 
Constitución, así como a la naturaleza, complejidad e incidencia de los delitos federales;   

c. Las unidades administrativas especializadas actuarán en la circunscripción territorial que 
mediante acuerdo determine el Procurador, en coordinación con las demás unidades 
administrativas competentes, y   

d. Las unidades administrativas especializadas contarán con la estructura administrativa 
que establezcan las disposiciones aplicables.   

II. Sistema de coordinación regional y desconcentración: 

ώΧϐ  

ώΧϐ  

c)  Cada circunscripción territorial contará con las  unidades administrativas y fiscalías especiales 
que resulten necesarias para el cumplimiento de las funciones, de conformidad con las normas 
aplicables.  

Las unidades administrativas y fiscalías especiales a que se refiere el  párrafo anterior se 
integrarán con agencias del Ministerio Público de la Federación, oficiales ministeriales y el 
personal necesario para el desempeño de sus funciones;  

ώΧϐ 
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e)  Las unidades administrativas, fiscalías especiales, delegaciones  y demás órganos 
desconcentrados en cada circunscripción territorial atenderán los asuntos en materia de 
averiguación previa, ejercicio de la acción penal, reserva, incompetencia, acumulación, no 
ejercicio de la acción penal, control de procesos, amparo, prevención del delito, servicios a la 
comunidad, servicios administrativos y otros, de conformidad con las facultades que les otorgue 
el reglamento de esta ley y el acuerdo respectivo del Procurador General de la República; 

Artículo 14 de la Ley Orgánica de la PGR 

A fin de adecuar el Reglamento de la propia Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República y se dote de la estructura orgánica y atribuciones necesarias a la Fiscalía Especial para la 
Atención de Delitos contra la Libertad de Expresión, se propone reformar el Artículo 14 de la Ley. 
Este Artículo rezaría como sigue: 

Artículo 14.- 

El reglamento de esta ley establecerá las unidades, fiscalías especiales y órganos técnicos y 
administrativos, centrales y desconcentrados, de la Procuraduría General de la República, así 
como sus atribuciones. 

c. Tipificación de los delitos contra la libertad de expresión y acceso a la información 

1. Necesidad de tipificación. 
2. Bien Jurídico Protegido. 
3. Propuesta de reforma. 

TITULO VIGESIMO SÉPTIMO 

De los Delitos en Materia de Libertad de Expresión y Acceso a la Información. 

Artículo 430. A quien cometa un hecho que la ley señale como delito contra periodistas, 
personas o instalaciones que afecte, limite o menoscabe el derecho a la información o las 
libertades de expresión o de imprenta, además de la pena que corresponda al delito cometido, 
se le impondrá prisión de uno a cinco años y de cien a quinientos días multa.  

Se aumentará hasta en una mitad la pena señalada en el párrafo anterior cuando: 

I. El delito sea cometido por un servidor público en ejercicio de sus funciones; o 

II. Cuando la víctima sea mujer y concurran razones de género en la comisión del delito, 
conforme a lo que establecen las leyes en la materia. 
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En mérito de lo expuesto, sometemos a la consideración del pleno lo siguiente:  

 

 

 

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforma el primer párrafo del Artículo 6 y se adiciona un quinto párrafo 
con los incisos a), b) c) y d) y los párrafos sexto y séptimo del Artículo 10 del Código Federal de 
Procedimientos Penales para quedar como sigue: 

Artículo 6o.- Es tribunal competente para conocer de un delito, el del lugar en que se comete, 
salvo lo previsto en los párrafos segundo,  tercero y cuarto del Artículo 10. 

Χ 

Artículo 10.- Es competente para conocer de los delitos continuados y de los continuos o 
permanentes, cualquiera de los tribunales cuyo territorio aquéllos produzcan efectos o hayan 
realizado actos constitutivos de tales delitos. 

Χ 

Χ 

Χ 

En los casos de delitos del fuero común cometidos contra periodistas, personas o instalaciones 
que afecten, limiten o menoscaben el derecho a la información o las libertades de expresión o 
de imprenta, el Ministerio Público de la Federación podrá ejercer su facultad de atracción para 
conocerlos y perseguirlos, cuando se presente alguna de las siguientes circunstancias: 

a) La existencia de indicios que permitan presumir que en la comisión del hecho que la ley 
señale como delito, haya participado algún servidor público de la Entidad Federativa; 
 

b) Se trate de delitos graves así calificados por la ley;   
 

c) Cuando la autoridad competente que conozca y persiga el delito no haya actuado con 
debida diligencia;   
 

d) Cuando haya incapacidad de las autoridades locales de conocer y perseguir el delito;   

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, DEROGAN Y 
ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES; 
DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN; DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL. 
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e) Cuando lo solicite la Entidad Federativa de que se trate.   

 
En cualquiera de los supuestos anteriores la víctima u ofendido podrá solicitar al Ministerio 
Público de la Federación el ejercicio de esta facultad de atracción. 
 
Los jueces federales tendrán competencia para juzgar y sentenciar a las personas respecto de las 
cuales el Ministerio Público de la Federación haya ejercido dicha facultad de atracción y la acción 
penal. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se adiciona una fracción IV al Artículo 50 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, para quedar como sigue:  

Artículo 50. Los jueces federales penales conocerán: 

L ŀ LLL Χ 

IV. De los hechos respecto de los que el Ministerio Público de la Federación haya ejercido su 
facultad de atracción. 

TERCERO. Se adiciona la fracción V del Artículo 10; se reforman los incisos b) y c), el segundo 
párrafo así como el inciso e) de la fracción I del artículo 11 y el primer párrafo del Artículo 14 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar como sigue:  

LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. 

Artículo 10.- Para el despacho de los asuntos que competen a la Procuraduría General de la 
República y al Ministerio Público de la Federación conforme a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el presente ordenamiento y demás disposiciones aplicables, el 
Procurador General de la República se auxiliará de: 

L ŀ L± Χ 

V. Fiscales Especializados.  

±L ŀ ·L Χ 

Artículo 11.- Para el desarrollo de las funciones de la Procuraduría General de la República y del 
Ministerio Público de la Federación, se contará con un sistema de especialización y de 
coordinación regional y desconcentración, sujeto a las bases generales siguientes: 
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I. Sistema de especialización: 

a) La Procuraduría General de la República contará con unidades administrativas 
especializadas en la investigación y persecución de géneros de delitos, atendiendo a las 
formas de manifestación de la delincuencia organizada, así como a la naturaleza, 
complejidad e incidencia de los delitos federales; 

b) La Procuraduría General de la República contará con Fiscalías Especiales para la investigación 
y persecución de géneros de los delitos, atendiendo a las formas de manifestación de los delitos 
que atenten contra el derecho a la información o las libertades de expresión o imprenta en los 
términos del Artículo 73, fracción XXI de la Constitución, así como a la naturaleza, complejidad e 
incidencia de delitos federales.  

c) Las unidades administrativas especializadas actuarán en la circunscripción territorial que 
mediante acuerdo determine el Procurador, en coordinación con las demás unidades 
administrativas competentes, y 

d) Las unidades administrativas especializadas contarán con la estructura administrativa que 
establezcan las disposiciones aplicables. 

II. Sistema de coordinación regional y desconcentración: 

a) La Procuraduría General de la República actuará con base en un sistema de coordinación 
regional y desconcentración, por conducto de unidades administrativas que ejercerán sus 
funciones en las circunscripciones territoriales que establezcan las disposiciones aplicables; 

b) Las circunscripciones territoriales serán delimitadas atendiendo a la incidencia delictiva, las 
circunstancias geográficas, las características de los asentamientos humanos, el nivel poblacional, 
los fenómenos criminógenos y demás criterios que establezca el reglamento de esta ley; 

c) Cada circunscripción territorial contará con las unidades administrativas y Fiscalías Especiales 
que resulten necesarias para el cumplimiento de las funciones, de conformidad con las normas 
aplicables. 

Las unidades administrativas y Fiscalías Especiales a que se refiere el párrafo anterior se 
integrarán con agencias del Ministerio Público de la Federación, oficiales ministeriales y el 
personal necesario para el desempeño de sus funciones; 

d) Las delegaciones serán órganos desconcentrados de la Procuraduría General de la República en 
las entidades federativas. Al frente de cada delegación habrá un delegado, quien ejercerá el 
mando y autoridad jerárquica sobre el personal que le esté adscrito. 
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Las delegaciones preverán medidas para la atención de los asuntos a cargo del Ministerio Público 
de la Federación en las localidades donde no exista agencia permanente; 

e) Las unidades administrativas, Fiscalías Especiales, delegaciones y demás órganos 
desconcentrados en cada circunscripción territorial atenderán los asuntos en materia de 
averiguación previa, ejercicio de la acción penal, reserva, incompetencia, acumulación, no ejercicio 
de la acción penal, control de procesos, amparo, prevención del delito, servicios a la comunidad, 
servicios administrativos y otros, de conformidad con las facultades que les otorgue el reglamento 
de esta ley y el acuerdo respectivo del Procurador General de la República; 

f) La ubicación y los ámbitos territorial y material de competencia de las unidades administrativas 
y órganos desconcentrados en las circunscripciones territoriales, así como de las delegaciones, se 
determinarán por acuerdo del Procurador General de la República, atendiendo a los criterios 
señalados en el inciso b), y 

g) El Procurador General de la República expedirá las normas necesarias para la coordinación y 
articulación de las unidades administrativas en cada circunscripción territorial con las áreas 
centrales, los órganos desconcentrados y las unidades especializadas, a efecto de garantizar la 
unidad de actuación y dependencia jerárquica del Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 14.- El reglamento de esta ley establecerá las unidades, Fiscalías Especiales  y órganos 
técnicos y administrativos, centrales y desconcentrados, de la Procuraduría General de la 
República, así como sus atribuciones. 

El Procurador General de la República, de conformidad con las disposiciones presupuestales, 
podrá crear unidades administrativas especializadas distintas a las previstas en el reglamento de 
esta ley, para la investigación y persecución de géneros de delitos y para el ejercicio de la función 
ministerial, policial y pericial, atendiendo a las necesidades del servicio, así como fiscalías 
especiales para el conocimiento, atención y persecución de delitos específicos que por su 
trascendencia, interés y características así lo ameriten. 

CUARTO. Se adiciona un título ǾƛƎŞǎƛƳƻ ǎŞǇǘƛƳƻ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘƻ ά5Ŝ ƭƻǎ 5Ŝƭƛǘƻǎ Ŝƴ aŀǘŜǊƛŀ ŘŜ 
Libertad de Expresión y AŎŎŜǎƻ ŀ ƭŀ LƴŦƻǊƳŀŎƛƽƴέ Ŏƻƴ ǳƴ !rtículo 430 del Código Penal Federal, 
para quedar como sigue:  

TITULO VIGESIMO SÉPTIMO 

De los Delitos en Materia de Libertad de Expresión y Acceso a la Información. 

Artículo 430. A quien cometa un hecho que la ley señale como delito contra periodistas, 
personas o instalaciones que afecte, limite o menoscabe el derecho a la información o las 
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libertades de expresión o de imprenta, además de la pena que corresponda al delito cometido, 
se le impondrá prisión de uno a cinco años y de cien a quinientos días multa.  

Se aumentará hasta en una mitad la pena señalada en el párrafo anterior cuando: 

I. El delito sea cometido por un servidor público en ejercicio de sus funciones; o 

II. Cuando la víctima sea mujer y concurran razones de género en la comisión del delito, 
conforme a lo que establecen las leyes en la materia. 

TRANSITORIOS 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el diario Oficial 
de la Federación.  

 

 

 

 

Nuestra Carta Magna establece en su Artículo 1º que todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte; por lo cual abordar el presente tema de libertad de expresión es 
fundamental. El 10 de diciembre de 1948 la Asamblea General de la ONU, aprobó la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (DUDH), y en su numeral 19 y 29 se encuentra la libertad de 
opinión y de expresión, los cuales se transcribe a continuación: 

Artículo 19 

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no 
ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de 
difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión. 

Artículo 29 

En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente 
sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el 

TRATADOS INTERNACIONALES 

 

Declaración Universal de los Derechos Humanos 
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respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, 
del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática.  

Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a los propósitos y 
principios de las Naciones Unidas.  

 

 

La libertad, la justicia y la paz del mundo son los principios fundamentales en la Carta de las 
Naciones Unidas, la cual obliga a los estados firmantes a promover el respeto universal y efectivo 
de los derechos y libertades humanas. Así, el 23 de marzo de 1976 entró en vigor el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los derechos en él contenidos son de índole social y 
económica, principalmente, y reconoce que estos derechos son inherentes a toda persona, 
reconociendo que no puede realizarse el ideal del ser humano sin el disfrute de las libertades 
civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria6. 

Artículo 19 

1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.  

Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de 
buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya 
sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su 
elección.  

El ejercicio del derecho previsto en el párrafo Segundo de este artículo entraña deberes y 
responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que 
deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: 

a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás;  

b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.  

Artículo 20 

                                                           

6
 El presente apartado se consultó  en la página de internet: http://www2.ohchr.org/spanish/law/ccpr.htm 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
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1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley. 

2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la 
discriminación, la hostilidad o la violencia estará prohibida por la ley.  

 

 

Con relación a esta Ley para la Protección a Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas, por ser el núcleo del presente curso, se tratará en forma específica más adelante. 

 

 

El derecho a la libertad de expresión está indisolublemente ligado a la existencia misma de una 
sociedad democrática, porque estimula la participación en debates activos, firmes y desafiantes 
respecto de todos los aspectos que hacen funcionar a la sociedad, por lo que el Pacto de San José 
es parte del orden jurídico mexicano desde 1969. 

Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión. 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o 
por cualquier otro procedimiento de su elección. 
 

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa 
censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por 
la ley y ser necesarias para asegurar: 

a. El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 

b.   La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el 
abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias 
radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por 
cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y 
opiniones. 

LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE 
DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS 

 

CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
PACTO DE SAN JOSÉ 
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La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre se adoptó en la IX Conferencia 
Internacional  Americana el 2 de mayo de 1948 en Bogotá, Colombia y considera que los pueblos 
americanos han dignificado la persona humana y que sus constituciones nacionales reconocen, 
que las instituciones jurídicas y políticas, rectoras de la vida en sociedad, tienen como fin principal 
la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación de circunstancias que le 
permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad. 

Artículo IV. Derecho de libertad de investigación, opinión, expresión y difusión. 

Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del 
pensamiento por cualquier medio.  

 

 

 

Con relación al Reglamento de la Ley para la Protección a Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas, por ser el núcleo del presente curso, se tratará en forma específica más 
delante. 

 

 

Esta Ley fue publicada el 9 de enero de 2013 el objeto de la legislación es: 

Artículo 2. El objeto de esta Ley es: 

 άI. Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a 
derechos humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, justicia, 
reparación integral, restitución de sus derechos violados, debida diligencia, no repetición y todos 
los demás derechos consagrados en ella, en la Constitución, en los Tratados Internacionales de 

DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL 
HOMBRE 

 

LEY GENERAL DE VÍCTIMAS 

 

REGLAMENTO DE LA LEY PARA LA PROTECCIÓN A PERSONAS 
DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS 
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derechos humanos de los que el Estado Mexicano es parte y demás instrumentos de derechos 
ƘǳƳŀƴƻǎέΦ 

 Artículo 132.- Corresponde al Ministerio Público. 

Además de los deberes establecidos en el Artículo 12, el Ministerio Público, en el ámbito de su 
competencia, deberá: 

I. Informar a la víctima, desde el momento en que se presente o comparezca ante él, los derechos 
que le otorga la Constitución y los tratados internacionales, el código penal y procesal penal 
respectivo y las demás disposiciones aplicables, así como el alcance de esos derechos, debiendo 
dejar constancia escrita de la lectura y explicación realizada;  

II. Vigilar el cumplimiento de los deberes aquí consagrados, en especial el deber legal de búsqueda 
e identificación de víctimas desaparecidos;  

LLLΦ Χ 

IV. Solicitar las medidas cautelares o de protección necesarias para la protección de la víctima, 
especificando lo relativo a daño moral y daño material, siguiendo los criterios de esta Ley; 

όΧύ 
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Marco Jurídico de la 
Libertad de Expresión en 

México 

Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos 

Ley sobre Delitos de Imprenta 

Ley General de Victimas 

Ley Orgánica de la PGR y su 
reglamento. 

Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación  

Ley para la Protección de Personas 
Defensoras de Derechos Humanos 

y  
Periodistas y su Reglamento 

Tratados Internacionales 

Declaración Universal de los 
Derechos Humanos 

Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos  

Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre 

Convención Americana de 
Derechos Humanos. Pacto de San 

José 
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EL AGENTE DEL MINISTERIO 
PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN 

EN LA INVESTIGACIÓN DE 
DELITOS COMETIDOS  

CONTRA 
LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN 
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CONOCIENDO DE LOS HECHOS.  

La noticia criminal se obtiene por fuentes formales e informales. 

Las fuentes formales de la noticia criminal son: la denuncia y la querella. 

Las fuentes informales de la noticia criminal son: denuncia anónima, medios de comunicación, 
mantas, anónimos, etcétera. 

¿Quién puede recibir la noticia criminal? 

El Ministerio Público y la Policía que actúa bajo su mando, en los términos del Artículo 21, 
Constitucional así como 2 y 3 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

De conformidad con el Acuerdo A/201/06 del Procurador General de la República que establece 
los lineamientos que deberán observar los agentes del Ministerio Público de la Federación en la 
integración de Actas Circunstanciadas, estas proceden en los siguientes supuestos: 

άARTÍCULO CUARTO.- Se consideran conductas o hechos que por su propia naturaleza, o por 
carecer de elementos constitutivos, aún no pueden ser estimados como delitos, los siguientes:  

I. La pérdida de documentos, identificaciones u objetos sin señalarse o encontrarse 
identificados como probable responsable de delito a persona alguna. En este caso, el acta 
sólo deberá contener los requisitos señalados en las fracciones I, II y III del artículo anterior, 
así como el nombre e identificación del promovente;  
 

II. Los hechos de carácter patrimonial donde se presuma que su incumplimiento únicamente 
generará responsabilidades de carácter civil, administrativo o laboral, salvo en el caso de 
que el denunciante o querellante acompañe medios de convicción suficientes que permitan 
presumir la existencia del dolo penal;  
 

III. Los partes o informes que no constituyan por sí mismos denuncia o querella;  
 

IV. Los delitos que se persiguen por querella y que se formulen por personas no legitimadas 
para ello, y  

CONOCIENDO DE LOS HECHOS Y MEDIDAS DE PROTECCIÓN DICTADAS POR EL 
AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA 
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V. Los anónimos y notas periodísticas, previo acuerdo con su superior jerárquico.  

Fuera de los supuestos enumerados en las fracciones anteriores, deberá abrirse Averiguación 
tǊŜǾƛŀΦέ 
 
Siendo claro que fuera de estos casos el agente del Ministerio Público de la Federación deberá 
iniciar una Averiguación Previa, o bien, una vez satisfechos los requisitos de procedibilidad, deberá 
elevarse a rango de Averiguación Previa el Acta Circunstanciada. 
 

 

 

El agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a la FEADLE, conoce la notitia criminis a 
través de distintos medios: 

A.- COMPARECENCIA 

El aMPF recibe al compareciente, (primer contacto) se presenta y lo exhorta a sentirse cómodo y 
con la confianza para declarar. 

El aMPF invita al compareciente a ingresar a un cubículo cerrado e inicia entrevista apoyado del 
cuestionario de primer contacto, y en la batería de preguntas el cual considera: 

Å Razón de su comparecencia. 
Å Calidad en la que se presenta: a) periodista,  b) víctima, c) ofendido, d) otra. 
Å Línea editorial que maneja. 
Å Medio al que pertenece. 
Å Narración de los hechos posiblemente constitutivos de delito; etc. 

El aMPF reitera su nombre al compareciente e informa que él será el responsable de la 
investigación. 

El aMPF explica, informa y orienta de forma amable al denunciante los efectos y alcances jurídicos 
que pueda generar la investigación.  

El aMPF da lectura al apartado C del Artículo 20 Constitucional para hacer de su conocimiento 
todos los derechos que tiene a su favor y que puede ejercer en cualquier momento del 
procedimiento. De conformidad con los artículos, 20 de la CPEUM; 141 y 141 bis del CFPP; 4 inciso 
C de la LOPGR y demás aplicables en la materia. 

ATENCIÓN A PERIODISTAS POR PARTE DE LA FEADLE 

(Protocolo de Atención a Periodistas de la FEADLE) 
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El aMPF toma datos generales del denunciante, le solicita identificación oficial y le toma fotocopia 
para integrarla a la investigación. 

Nota: Cuando el peticionario sea extranjero o pertenezca algún pueblo indígena y no hable o 
entienda suficientemente el castellano, se le designará un traductor. 

El aMPF hace saber al denunciante la importancia de coadyuvar con él durante la investigación. 

El aMPF le comunica al denunciante de forma enfática que tiene derecho a solicitar medidas 
cautelares y providencias necesarias de protección. 

El aMPF informa al denunciante la existencia de la Ley para la Protección de Personas Defensoras 
de Derechos Humanos y Periodistas (LPPDDHP) así como del reglamento de la misma y que ésta 
crea el Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas.  

El aMPF explica al denunciante los alcances y ventajas de incorporarse al Mecanismo y que en 
cualquier momento podrá expresar su deseo de adherirse a él. 

El aMPF asienta en la declaración del denunciante, su deseo de incorporarse o no al Mecanismo. 

El aMPF elabora acuerdo de inicio de Averiguación Previa. Posteriormente a la declaración del 
denunciante, el AMPF elevará a rango de Averiguación Previa el Acta Circunstanciada que se haya 
iniciado por medio diferente a la comparecencia. 

El aMPF elabora oficio por el que da aviso al Fiscal Especial del inicio de la Averiguación Previa. 

Si el agente del Ministerio Público, a petición del denunciante, ordena medidas cautelares (ver 
protocolos de averiguación previa) girará oficio correspondiente a la autoridad que las deberá 
implementar, en caso contrario, dependiendo si desea incorporarse al Mecanismo de Protección 
para Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, continúan los pasos de solicitud de 
incorporación al Mecanismo. En caso de que el denunciante no desee medidas cautelares en el 
momento de realizar la denuncia o comparecencia, en cualquier momento podrá expresar su 
deseo de solicitar las medidas o incorporarse al Mecanismo. 

Medidas de protección.  

Las medidas de protección que ordene el Ministerio Público, por su propia naturaleza, serán 
siempre urgentes y de implementación inmediata, en virtud de que se determinan dentro de la 
fase del conocimiento de la notitia criminis, sea porque existe temor fundado de que se produzca 
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una agresión o deba ser contenida si está en curso, de conformidad con la fracción V, del Artículo 
2º del Código Federal de Procedimientos Penales.  

El aMPF elabora acuerdo de medidas de protección otorgadas a favor de la víctima, describiendo 
en qué consisten, a qué autoridad se solicitará el auxilio y la vigencia de las mismas. 

El aMPF dirige oficio a las autoridades o institución correspondiente ordenándole el auxilio e 
implementación de las medidas de protección a favor de las víctimas, los ofendidos o los testigos. 
En caso de que la autoridad no otorgue las medidas de protección, informa los motivos al aMPF y 
éste busca otra instancia para solicitar el apoyo. En el mismo oficio el aMPF ordenará a las 
autoridades ejecutoras que rindan informes periódicos de la implementación de las medidas de 
protección. 

El aMPF informa con copia de conocimiento a la Dirección General Adjunta (DGA) del Sistema de 
Alerta Temprana (SAT) la solicitud de implementación de medidas de protección a la autoridad con 
el fin de que esta DGA del seguimiento a las medidas cautelares tanto para verificar su 
implementación, eficacia y duración, como para auxiliar al aMPF en caso contrario éste solicite a 
otra autoridad la implementación. 

La autoridad otorga las medidas cautelares de protección e informa al aMPF la implementación de 
las mismas, éste elabora un acuerdo de recepción de documento y lo integra al expediente, 
entrega a la DGA del SAT copia del oficio de la autoridad informando implementación de las 
medidas. 

El Subdirector de Gestión de Control (SGC) del SAT registra en el libro de correspondencia y 
acuerda con el DGA quien clasifica y turna a la subdirección correspondiente. Se registra el asunto 
en la agenda de seguimiento para su atención. 

Seguimiento a las medidas de protección 

El DGA del SAT da seguimiento a la implementación de medidas en coordinación con el aMPF 
adscrito a la FEADLE. 

Supuestos de cancelación de medidas 

Las medidas cautelares se pueden cancelar por cualquiera de los tres supuestos siguientes: 

 Solicitud del peticionario 
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El peticionario solicita personalmente al aMPF la cancelación de las medidas cautelares y el aMPF 
elabora constancia de comparecencia del peticionario en el que solicita la cancelación de medidas 
cautelares.  

 Uso indebido 

La autoridad o institución rinde informe por escrito al aMPF haciendo de su conocimiento el uso 
indebido que el beneficiario está haciendo de la protección implementada a su favor, por lo que el 
aMPF analiza informe de la autoridad o institución y cita a comparecer al beneficiario. 

El aMPF exhorta al beneficiario a hacer buen uso de las medidas, apercibiéndolo de que en caso de 
reiterar la conducta se procederá a la cancelación.   

 Concluyó el término otorgado en la determinación o por incorporación al 
Mecanismo. 

En caso de que las medidas sigan vigentes al momento de determinar la Averiguación Previa, el 
aMPF informará a la autoridad ejecutora el nombre y cargo de quién seguirá conociendo del 
asunto (Juez de Distrito o Procuraduría Estatal). 

El aMPF analiza el riesgo y revalora la continuidad o cancelación de las medidas, si decide que el 
beneficiario continúe con las medidas porque su riesgo sigue siendo latente, elabora acuerdo en el 
que reitera a las autoridades continuar la protección a través de las medidas cautelares 
implementadas. En caso contrario, el aMPF elabora acuerdo de cancelación de medidas cautelares 
expresando los motivos de la misma e informa por medio de un oficio la cancelación de las 
mismas. Asimismo, el aMPF informará a la DGA del SAT la cancelación de las medidas. 

El SGC del SAT registra en el libro de correspondencia y acuerda con el DGA. El DGA del SAT, 
clasifica y turna a la subdirección correspondiente, se integra la copia del oficio al expedientillo y 
se da de baja en el Libro de Gobierno, con lo cual concluye el procedimiento. En cualquier 
momento el denunciante o la víctima podrán solicitar su incorporación al Mecanismo, por lo cual 
la FEADLE procederá a solicitarla.  

Solicitud de incorporación al Mecanismo 

El aMPF elabora un acuerdo en el que ordena solicitar al Mecanismo la incorporación del 
denunciante, a través de oficio solicita al Mecanismo la incorporación del beneficiario e informa a 
la DGA del SAT la solicitud de incorporación al Mecanismo con copia de conocimiento del mismo 
para su registro en el libro de correspondencia y acuerda con el Director General Adjunto quien 
clasifica y turna a la subdirección correspondiente para el inicio del expediente administrativo 
correspondiente. 



 

50 

 

Subprocuraduría de Derechos Humanos, 

Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad 

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos 

contra la Libertad de Expresión. 

Se elabora una tarjeta informativa del asunto con el visto bueno del Director General Adjunto a 
efecto de que se dé el seguimiento correspondiente. 

B. CONOCIMIENTO DE OFICIO DE LOS HECHOS POR OTROS MEDIOS 

Cuando la investigación se inicia de oficio se refiere a que la notitia criminis se conoció por 
cualquiera de los medios masivos de comunicación (TV, radio, periódico, revistas, internet entre 
otros). 

RECEPCIÓN DE LA DENUNCIA O QUERELLA 

La denuncia o querella se puede recibir a través de cualquiera de los siguientes medios: 

1. Teléfono, internet o correo electrónico. Se da inicio al Acta Circunstanciada. 

2. Escrito. Se da inicio al Acta Circunstanciada. 

3. Comparecencia. (Primer contacto) Se da inicio a la Averiguación Previa. 

4. Por medio del Mecanismo. El denunciante acude al Mecanismo de SEGOB a solicitar su 
incorporación, y una vez incorporado, en atención a que se está cometiendo un hecho 
probablemente constitutivo de delito, personal del Mecanismo acompaña al peticionario a realizar 
formal denuncia ante la autoridad correspondiente. 

Teléfono, internet y/o correo electrónico  

El Titular de la Fiscalía Especial (FE) o el Director de Averiguaciones Previas (DAP) reciben posible 
notitia criminis y turnan al aMPF, quien elabora acuerdo de inicio de Acta Circunstanciada, anota 
en el Libro de Gobierno y registra en el SIIE. Una vez radicada la indagatoria se pone en contacto 
con el denunciante, señalando día y hora en la que deberá comparecer.  

Escrito 

La oficialía de partes recibe el escrito y lo turna al DAP, este a su vez lo turna con el aMPF, quien 
recibe el escrito de denuncia, anota en el Libro de Gobierno y registra en el SIIE. Una vez radicada 
la indagatoria se pone en contacto con el denunciante, señalando día y hora en la que deberá 
comparecer.  

C.- FACULTAD DE ATRACCIÓN O CONCENTRACIÓN 
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Las averiguaciones previas radicadas en el fuero común o en las delegaciones estatales de la 
Procuraduría General de la República, se atraen o se concentran a solicitud del peticionario, la 
facultad de atracción se actualiza cuando la FE tiene conocimiento de que hechos delictivos 
competencia de ésta, se están investigando en el fuero común; la de concentración, cuando la 
FEADLE tiene conocimiento de que existe alguna Averiguación Previa o Acta Circunstanciada que 
se encuentra radicada en alguna Delegación Estatal de la PGR. 

Solicitud de la FEADLE. 

La FEADLE conoce de la existencia de un asunto de su competencia y analiza la factibilidad de la 
atracción o concentración y el titular solicita mediante oficio a la autoridad copia de la 
investigación respectiva; una vez recibida deberá determinar si procede o no el ejercicio de la 
facultad de atracción dentro de las 48 horas siguientes, valorando el contenido de la información 
proporcionada se informa a la autoridad correspondiente la resolución dictada. En caso de que el 
DAP, después de una revisión, resolviera la procedencia de la facultad de atracción o 
concentración debe informar mediante oficio al Titular de la Fiscalía  Especial, quien solicitará a las 
autoridades constancias originales de la Averiguación Previa o carpeta de investigación, una vez 
recibidas se turnarán al agente del Ministerio Público de la Federación quien elaborará acuerdo de 
recepción de investigación e inicio de Averiguación Previa. 

Solicitud del peticionario. 

El peticionario comparece personalmente a la FEADLE y solicita que se ejerza la facultad de 
atracción (Artículo 73, fracción XXI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos) o 
concentración del asunto de su interés 

El aMPF adscrito a la FEADLE solicita al agente del Ministerio Público de la Federación, o local 
(adscrito a alguna delegación de PGR o al fuero común) copia de la investigación o de la carpeta de 
investigación. En las entidades en las que se esté aplicando el Sistema Penal Acusatorio, se 
solicitará copia de la carpeta de investigación. 

El aMPF resuelve en el plazo máximo de 48 horas siguientes a la recepción de la investigación si 
ejerce o no la atracción o concentración y notifica al peticionario el sentido de la resolución. 

Si la resolución es en sentido positivo, el titular de la FE solicitará constancias originales de la 
investigación, de lo contrario el peticionario podrá interponer recurso de reconsideración dentro 
de los 15 días siguientes al que fue notificado de la resolución, ante el C. Procurador General de la 
República (PGR) o a quien éste delegue la responsabilidad, se deberá resolver dentro del plazo de 
48 horas en cualquiera de los siguientes sentidos: revoca, modifica o confirma. 

Si revoca o modifica, se ejerce la facultad de atracción; si confirma, concluye el procedimiento. 



 

52 

 

Subprocuraduría de Derechos Humanos, 

Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad 

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos 

contra la Libertad de Expresión. 

  



 

53 

 

Subprocuraduría de Derechos Humanos, 

Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad 

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos 

contra la Libertad de Expresión. 

 
 

 
 
 



 

54 

 

Subprocuraduría de Derechos Humanos, 

Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad 

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos 

contra la Libertad de Expresión. 

 
 
 

Å ENTREVISTA DE PRIMER CONTACTO     

Para estar en aptitud de determinar la implementación de las medidas preventivas, medidas de 
protección o medidas urgentes de protección, el agente del Ministerio Público procede a realizar 
el Análisis de Riesgo correspondiente con base en las constancias de actuaciones, declaración del 
denunciante, víctima o beneficiario, tipo de amenaza, agresión de la que es objeto y tomando en 
consideración el posible delito.  

 
El agente del Ministerio Público tendrá que entrevistarse en forma personal con el agraviado, 
víctima o familiar del o la periodista, (primer comparecencia) con la finalidad de llenar el 
Cuestionario de Primer Contacto (CPC), que es la puerta que permite establecer con precisión el 
tipo de medidas que se tienen que ordenar.  
 
Para ello, se tiene que lograr empatía de forma rápida con la persona que es entrevistada. La 
empatía es la capacidad de entender los pensamientos y emociones ajenas, de ponerse en el 
lugar de los demás y compartir sus sentimientos.  
 
No es necesario pasar por las mismas vivencias y experiencias para entender mejor a los que nos 
rodean, sino ser capaces de captar los mensajes verbales y no verbales que la otra persona nos 
quiere transmitir, y hacer que se sienta comprendida de manera única y especial. 
 
¿Cómo lograr la empatía?, esta técnica para generar empatía tiene tres pasos:  

 

 E = ESCUCHAR. Ante todo se debe escuchar a su interlocutor. Se trata de escuchar activamente, 
es decir, por una parte escuchar en silencio, aparcando mi mundo interno, y por otra parte 
escuchar de forma abierta, receptiva, interesada, curiosa y  atenta a lo que el otro me va 
explicando.   

Además, si queremos mejorar nuestra empatía en esta primera fase, podemos añadir un poco más 
de "empatía no verbal", efectuando un acompañamiento simultáneo y cruzado de los 
movimientos de nuestro interlocutor. Por ejemplo, si él mueve las manos rápidamente de arriba 
hacia abajo al hablar, yo puedo acompañar ese movimiento, mientras le escucho 
(acompañamiento simultáneo), con ligeros movimientos de mi cabeza (acompañamiento cruzado) 
de arriba hacia abajo.  

PRIMER CONTACTO 
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Å R = RECAPITULAR. Una vez que mi interlocutor ya ha finalizado su exposición, y no antes, 
comienza la segunda fase de esta técnica. Se trata de hacer una recapitulación verbal de lo que 
ha dicho mi interlocutor, es decir, de devolverle un resumen organizado de lo esencial que ha 
dicho, con sus mismas palabras. 
  

Å EX = EXPRESARSE. Finalmente ha llegado nuestro turno: ahora yo puedo expresar lo que quiero 
decir, pero gracias a las dos primeras fases de la empatía, mi interlocutor ya se ha sentido 
escuchado por mí en el primer paso, y también se ha sentido entendido por mí en el segundo 
paso, por tanto ahora se sentirá abierto y disponible  para recibir lo que le voy a decir.7   

Durante la entrevista evite  lo siguiente:  

Å Prejuzgar los hechos. 
Å Acelerar conclusiones. 
Å Tocar temas controversiales (personalidad, religión y política). 
Å Subestimar al implicado. 
Å Hacer preguntas suspicaces. 

 
Tipo de agresión 

La agresión puede entenderse como el comportamiento de una persona cuyo objetivo es la 
intención de hacer daño u ofender a otra, ya sea mediante insultos o comentarios hirientes o bien 
físicamente, a través de golpes, lesiones, etcétera. 

Se puede establecer que existen dos tipos de agresiones: la verbal y la física 

Las primeras se pueden dividir en: 

Amenazas: Mediante la amenaza el agresor da a entender con actos o palabras que quiere hacer 
algún mal. La forma más frecuente de amenaza es mediante la intimidación con el anuncio de la 
provocación de un Ƴŀƭ ƎǊŀǾŜ ǇŀǊŀ Şƭ ƻ ǎǳ ŦŀƳƛƭƛŀΥ άǘe voy a ƳŀǘŀǊέΣ άǘŜ ǾŀƳƻǎ ŀ  ƭŜǾŀƴǘŀǊΦέ 

                                                           

7
 Extraído del articulo  E-R-E: La empatía en tres pasos, por Eduardo Díez ; Internet  

http://www.xing.com/net/ne_pnlprogramacionneurolingu/tecnicas-de-pnl-134555/e-r-e-la-empatia-en-
tres-pasos-por-eduardo-diez-35877270 
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Insultos y vejaciones: Se trata de ofensas realizadas a alguien mediante palabras o acciones 
provocando un perjuicio o padecimiento: ά¿Quién te crees que eres?Σ ƘƛƧƻ ŘŜ ƭŀ ŎƘƛƴƎŀŘŀΧέΣ 
άƛƳōŞŎƛƭέΣ άǇŜǊƛƻŘƛǎǘŀ ŘŜ ƳƛŜǊŘŀέΦ 

Con carácter general la agresión verbal suele ir acompañada de algún tipo de coacción, entendida 
como la fuerza o violencia que se ejerce sobre alguien para impedirle u obligarle que diga o haga 
algo, tal como negativa a publicar un artículo, amagarlo con las manos, etc. 

 Las agresiones físicas se pueden dividir en: 

Leves como son: Empujones, patadas, zarandeos, lanzamientos de objetos (sillas, papeles, etc.). 

Graves como son: Puñetazos, privación de la libertad,  golpes con armas, etc.  

De igual forma se han presentado en algunos casos daños intencionales contra inmuebles (casas, 
periódicos, etc.), mediante disparos de armas de fuego, armas explosivas como granadas, agentes 
incendiarios, etc.  

Los anteriores factores se tienen que valorar en forma conjunta a la luz de los antecedentes al 
hecho, como son: 

Å Si existen actas circunstanciadas, averiguaciones previas anteriores en el fuero local o 
federal. 
 

Å Si existen quejas en la Comisión de Derechos Humanos estatal o federal. 
 

Å Si existen agresiones verbales o físicas al hecho, que no hayan sido denunciadas en agravio 
del periodista, compañeros de trabajo o familiares. 
 

Å Si cuenta con algún tipo de medidas cautelares y quién las proporciona. 

 

 

Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, el riesgo es la proximidad de un 
daño o peligro; cada uno de los accidentes o contingencias que pueden ser objeto de un contrato 

FACTORES QUE COMPONEN EL RIESGO 

. 
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de seguro; correr riesgo, estar algo expuesto a un peligro8.  Los factores que lo componen son la 
amenaza y la vulnerabilidad, que se pueden definir de la siguiente forma:  

Å Amenaza. Es un fenómeno, sustancia, actividad humana o condición peligrosa que puede 
ocasionar la muerte, lesiones u otros impactos a la salud, al igual que daños a la 
propiedad, la pérdida de medios de sustento y de servicios, trastornos sociales y 
económicos, o daños ambientales. La amenaza se determina en función de la intensidad y 
la frecuencia, y está compuesta de tres elementos:  
 
1.- OBJETIVO  
Qué tipo de daño puede causar la amenaza. 
 
2.- MENSAJE 
Qué información sensible de una persona tiene la amenaza. 
 
3.- MEDIO 
Qué medio utilizó para hacer saber la amenaza. 
 
 

Å Vulnerabilidad. Son las características y las circunstancias de una comunidad, sistema o 
bien que los hacen susceptibles a los efectos dañinos de una amenaza. Con los factores 
mencionados se compone la siguiente fórmula de riesgo. 
 
 

RIESGOS =AMENAZA X VULNERABILIDAD  
             RESILIENCIA  

 
 

Los factores que componen la vulnerabilidad son: 

1.- EXPOSICIÓN 
2.- SUSCEPTIBILIDAD 
 

 RESILIENCIA O CAPACIDADES. Son los factores positivos de la vulnerabilidad ya que lo que 
no te hace daño te fortalece.  

 

                                                           

8
  Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española. Internet: 

http://www.wordreference.com/definicion/riesgo  
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La Exposición es la condición de desventaja debido a la ubicación, posición o localización de un 
sujeto, objeto o sistema expuesto al riesgo. 

La Susceptibilidad es el grado de fragilidad interna de un sujeto, objeto o sistema para enfrentar 
una amenaza y recibir un posible impacto a la ocurrencia de un evento adverso. 

La Resiliencia es la capacidad de un sistema, comunidad o sociedad expuestos a una amenaza para 
resistir, absorber, adaptarse y recuperarse de sus efectos de manera oportuna y eficaz, lo que 
incluye la preservación y la restauración de sus estructuras y funciones básicas9.  

En el caso específico que nos ocupa, para calcular la exposición se debe tomar en consideración el 
lugar geográfico tanto físico como técnico, es decir, si existe un alto índice de incidencia; si las 
características del domicilio o de las oficinas permiten el fácil acceso al público o si existen rutas de 
escape o si cuenta con algún sistema de seguridad; y las circunstancias que posibilitan o protegen 
a una persona de ser víctima de un delito, como por ejemplo, si la persona se transporta en 
vehículo o si su actividad la realiza en la calle, si cuenta con algún sistema de comunicación 
inmediata, si está siempre sólo o realiza sus actividades en compañía de otras personas. 

Para poder establecer la susceptibilidad, se debe considerar que el peticionario podría tener 
alguna relación directa o contar con alguna información de sus agresores que ayude a sustentar su 
denuncia, si puede tener acceso a algún mecanismo legal para su protección o si ya pertenece a 
alguna organización de protección a periodistas, lo cual nos indicará que los hechos fueron o no a 
causa de su actividad periodística y que los mismos han modificado su forma de vida. 

TIPOS DE RIESGO  

Para estar en aptitud de determinar la implementación de las medidas preventivas, medidas de 
protección o medidas urgentes de protección, el agente del Ministerio Público procede a realizar 
el Análisis de Riesgo correspondiente, con base en las declaraciones del denunciante, víctima o 
beneficiario, tipo de amenaza, agresión de la que es objeto y tomando en consideración el posible 
delito.  

                                                           

9
 Evaluación de riesgo, CIIFEN (Centro Internacional de Investigación del Fenómeno de El Niño)  

http://www.ciifenint.org/index.php?option=com_content&view=category&layout=blog&id=84&Itemid=111
&lang=en 

 

http://www.ciifenint.org/index.php?option=com_content&view=category&layout=blog&id=84&Itemid=111&lang=en
http://www.ciifenint.org/index.php?option=com_content&view=category&layout=blog&id=84&Itemid=111&lang=en
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Para poder determinar el tipo de riesgo, se debe ajustar a los parámetros internacionales, donde 
se establece que el (R) RIESGO =  (A) AMENAZA X (V) VULNERABILIDAD / (R) RESILIENCIA, por lo 
que se procede al análisis de la variante de (A) AMENAZA, de conformidad con el caso del 
peticionario que nos ocupa10. 

IV.1.- Forma de la (s) amenaza (s): 

a).- Personal. 

b).- A través de alguien. 

c).- Vía telefónica. 

d).- Correo electrónico. 

e).- Otra* 

Especifique: 
________________________________________________________________________________
_____________________________________________________________________________ 

*En el caso que sean un cartel o manta junto a un cadáver, tendrá un valor de cinco puntos este 
rubro. 

IV.2.- Objetivo de la amenaza (s): 

a).- Atentar contra su vida o la de su familia. 

b).- Causarle un daño físico a ella/él o su familia. 

c).- Causarle daño a los trabajadores o empleados del medio. 

d).- Causarle daños a las instalaciones del medio. 

e).- No se especifica el objetivo. 

IV. 3.- Origen de la (s) amenaza (s). 

                                                           

10
  Reactivos utilizados por la FEADLE para determinar los valores de la amenaza, exposición y suceptibilidad. 
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a).- Conoce a la (s) persona (s) que lo amenaza. 

b).- Sospecha quién puede ser el que lo amenaza. 

c).- Se adjudica a alguien la amenaza. 

d).- Le informaron quién es el que lo amenaza. 

e).- Ignora quién lo amenaza. 

IV. 4.- Quien realiza la amenaza es: 

a).- Servidor Público (Federal, Estatal o Municipal) 

b).- Es miembro de la delincuencia organizada. 

c).- Pertenece a alguna corporación policial. 

d).-. Ex servidor público (Federal, Estatal o Municipal). 

e).- Un particular. 

 IV. 5.-  Consecuencias de la (s) amenaza (s). 

a).- Abandonó su domicilio y radica en otro lugar. 

b).- Renunció al trabajo. 

c).- Cambió su rutina habitual por miedo o zozobra. 

d).- Adoptó algunas medidas de seguridad. 

e).- No modificó sus hábitos. 

IV. 6.- Antecedentes. 

a).- Ya fue agredido físicamente en otra ocasión. 

b).- Ya fue agredido físicamente algún familiar o compañero. 
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c).- Le causaron daños a un inmueble, vehículo, etc. 

d).- Ya había sido amenazado con causarle algún daño. 

e).- Esta es la primera vez que recibe una amenaza. 

Tabla de evaluación: 

IV  a) 5  b) 4  c) 3  d) 2  e) 1  Total  

IV.1        

IV.2        

IV.3        

IV.4        

IV.5        

IV.6        

7.- Observaciones: 

En este rubro, el agente del Ministerio Público deberá establecer, en su caso, un hecho relevante 
que tenga relación con la amenaza. 

En el caso específico que nos ocupa para calcular la (V) VULNERABILIDAD, se deben establecer los 
factores de: (E) EXPOSICIÓN,  (S) SUSCEPTIBILIDAD y (R) RESILIENCIA, del caso  concreto.  

Para poder establecer la (E) EXPOSICIÓN se deben considerar los siguientes aspectos:  

 SÍ NO 

(E) EXPOSICIÓN   

El lugar de los hechos, está en una entidad de alta 
incidencia 
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El domicilio del peticionario es de fácil acceso   

Las oficinas del peticionario son de acceso al público   

En los inmuebles existen rutas de escape   

El peticionario se transporta en vehículo para realizar 
su trabajo 

  

El peticionario realiza su actividad en la calle   

El peticionario cuenta con un sistema de 
comunicación inmediata 

  

En el domicilio cuenta con algún sistema de seguridad   

En las oficinas se cuenta con algún sistema de 
seguridad 

  

El peticionario realiza su actividad en compañía de 
otras personas 

  

TOTAL   

Para poder establecer la (S) SUSCEPTIBILIDAD se deben considerar los siguientes aspectos:  

(S) SUSCEPTIBILIDAD SÍ NO 

Existe algún vínculo entre el peticionario y los 
agresores 

  

Cuenta el peticionario con información sensible de 
sus agresores 

  

Puede el peticionario acceder a un mecanismo legal 
para su protección 

  

Cuenta el peticionario con información clave que 
sustente una denuncia 

  

El peticionario pertenece a alguna organización o 
agrupación 

  

El peticionario ya solicitó medidas cautelares con 
anterioridad 
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Los hechos son a consecuencia de su actividad 
periodística 

  

A consecuencia de los hechos ha modificado su forma 
de vida 

  

Tiene el peticionario acceso a medios de información 
internacional o nacional 

  

Cuenta con recursos económicos para afrontar los 
hechos 

  

TOTAL   

Con base en los resultados de las aplicaciones de las anteriores matrices se determinarán los 
valores (E) EXPOSICIÓN, (S) SUSCEPTIBILIDAD y  (R) RESILIENCIA, siendo este último determinado 
por los factores positivos (Sí) de las matrices. Esto permitirá establecer en forma metodológica un 
nivel de riesgo acorde a tres categorías (de menos a más: baja, media y alta); esto no implica que 
sea un diagnóstico formal, sino un punto de partida para el agente del Ministerio Público, para 
definir acciones tendientes a la protección de la vida e integridad física de los periodistas, 
familiares y compañeros de trabajo.  

Una vez que se establezca la (V) VULNERABILIDAD (resultado de: E x S / R), se multiplicará por la 
(A) AMENAZA, para poder establecer el (R) RIESGO (R = A x V). 11 

  El nivel (R) RIESGO se obtiene comparando el valor R con la siguiente tabla:  

 

Valor del riesgo R Nivel de riesgo 

De 01 a 50 BAJA 

De 51 A 100 MEDIA 

De 101 A 150 ALTA 

                                                           

11
 Metodologías desarrolladas por organizaciones internacionales especializadas en tema de protección tales 

como Protection International Incorporated y Brigadas Internacional de Paz, los estándares propuestos a los 
mecanismos nacionales por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.       
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El primer contacto con la víctima de los delitos cometidos en agravio de periodistas es vital, pues 
es la primera comparecencia la que permitirá al agente del Ministerio Público conocer los detalles 
más importantes de la agresión sufrida, con el apoyo del Cuestionario de Primer Contacto (CPC), la 
Batería de Preguntas y la Valoración del Riesgo, por lo que durante este proceso de conocimiento 
de la notitia criminis, es importante que se mantenga abierto a escuchar y asentar las 
circunstancias que rodearon al hecho delictivo. 

Es probable que en este momento la víctima se encuentre en crisis o posiblemente haya pasado ya 
el tiempo necesario para que las víctimas estén tranquilas y puedan detallar exactamente los 
pormenores de la agresión sufrida. En cualquier caso, el servidor público debe mantenerse alerta y 
aprovechar cualquiera de las dos circunstancias y desarrollar la capacidad de entender el hecho 
integralmente. 

Una vez que el agente del Ministerio Público cuente con los detalles más importantes, pero 
también considere los más insignificantes, está en posibilidad de hacer una valoración del riesgo y 
decidirá con base en los resultados el tipo de medidas cautelares que reduzcan efectivamente el 
riesgo de la víctima, de no ser así, podría girar medidas cautelares no acordes a la situación en la 
que se encuentre la o las víctimas. Además abarcará a aquellas víctimas indirectas, instalaciones y 
otras personas que pudieran resultar afectadas en caso de materializarse la agresión. 

El agente del Ministerio Público de la Federación tiene hasta este momento un conocimiento 
profundo de la víctima y de las circunstancias que rodean su entorno físico, social y cultural, el cual 
le servirá para valorar el riesgo. También le servirá para determinar la magnitud, duración y tipo 
de medidas que se ordenará toda vez que cuenta con el resultado de la valoración del riesgo que 
se haya hecho. Y en atención al nivel que se haya obtenido de la fórmula, Alto, Medio o Bajo, es 
que se determinan las medidas adecuadas y pertinentes para cada caso, así como su duración. 

Una vez que se ha determinado el nivel de riesgo en el que se encuentra una persona por el 
ejercicio de su libertad de expresión, es responsabilidad de las autoridades estatales y federales 
salvaguardar la vida e integridad de la misma o de las personas que la rodean, ya que para eso 
fueron creadas las instituciones especializadas en esta materia.  

DURACIÓN DE LAS MEDIDAS  

Las medidas de protección son por definición temporales, y han de ser adecuadas al nivel de 
riesgo de la persona beneficiaria, la duración de las Medidas de Protección será competencia de la 
Junta de Gobierno y sus términos aplicables en el Reglamento de la Ley para la Protección de 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, el cual establece de los artículos 100 al 
105 del capítulo de La Terminación de las Medidas:  
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 Las medidas podrán darse por terminadas cuando así lo solicite el Beneficiario  o 
Peticionario o lo determine la Junta de Gobierno. 
 

 Las medidas podrán darse por terminadas en cualquier momento cuando así lo exprese el 
Beneficiario o Peticionario, para ello, se requerirá que lo haga constar por escrito. En caso 
de que el riesgo no haya cesado, deberá manifestar que conoce dicha situación, pero que 
es su voluntad la terminación de las medidas. 
 

 La terminación en este caso deberá ser confirmada por la Junta de Gobierno en su 
siguiente sesión o en sesión extraordinaria que se convoque para tal efecto. 
 

 Corresponde a la Coordinación Ejecutiva Nacional canalizar a la Junta de Gobierno de 
manera inmediata toda petición de terminación de las medidas por parte algún 
Beneficiario o Peticionario.  
 

 La resolución que dé por terminadas las medidas no impide al Beneficiario o Peticionario 
solicitarlas nuevamente. 
 

 La Junta de Gobierno podrá dar por terminadas las medidas cuando se constate, mediante 
la actualización del estudio de evaluación de riesgo, que el nivel de riesgo ha disminuido a 
tal grado que ya no son necesarias para la protección de la vida, integridad, libertad y 
seguridad del Beneficiario o Peticionario. 
 

 La Unidad de Evaluación de Riesgos será responsable de llevar a cabo el estudio 
correspondiente y presentar la propuesta a la Junta de Gobierno. 
 

 Para la toma de esta decisión, la Junta de Gobierno requerirá que el Beneficiario o 
Peticionario esté presente en la sesión. Para decretar la terminación de medidas será 
necesario el voto de dos terceras partes de los miembros presentes de la Junta de 
Gobierno. 
 

 Si no existen suficientes evidencias o hay duda de que el riesgo persista, la Junta de 
Gobierno deberá decidir en favor de la continuidad provisional de las medidas, en tanto la 
Unidad de Evaluación de Riesgos aporta nuevos elementos. 
 

 Las medidas otorgadas podrán retirarse cuando el Beneficiario o Peticionario haga uso 
indebido de las mismas de manera deliberada y reiterada o que agraven el riesgo en que se 
encuentra. Esta decisión recaerá en la Junta de Gobierno. 
 

 Antes de dar por terminadas las medidas, la Unidad de Evaluación de Riesgos deberá 
apercibir al Beneficiario o Peticionario de la situación de irregularidad detectada y deberá 
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escuchar las explicaciones del Beneficiario o Peticionario. Sólo se darán por terminadas de 
manera definitiva cuando se repita el uso indebido de las medidas después de este 
apercibimiento. 
 

 Las Medidas de Protección se pueden suspender a solicitud del Beneficiario o Peticionario, 
por cambio de residencia, por viajes o estancias en el extranjero, entre otras 
circunstancias, para lo cual deberá notificar por escrito a la Coordinación Ejecutiva 
Nacional, con al menos cinco días hábiles de anticipación las razones por las que solicita la 
suspensión. 
 

 Las Medidas se implementarán al regreso de la persona beneficiaria o peticionaria, previa 
comunicación a la Coordinación Ejecutiva Nacional de la fecha y hora de su regreso. La 
suspensión por este motivo, con acuerdo de la persona beneficiaria, no requiere de 
decisión de la Junta de Gobierno. 
 

 La notificación de la resolución que modifique, termine o suspenda las medidas 
Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección, se realizará 
durante el día hábil siguiente de su emisión a las autoridades federales o de las entidades 
federativas que participen en su implementación, para lo cual podrán utilizarse medios 
electrónicos. 
 

Lo idóneo es que las Medidas Cautelares tengan una duración de tres a seis meses, antes de cada 
evaluación de riesgo. 

 

 
 

Es necesario profundizar en el tema de medidas cautelares, por lo que a continuación haremos un 
breve repaso. Partiendo del acuerdo que hace el agente del Ministerio Público de la Federación 
para ordenar medidas y los oficios que debe girar a las instancias y autoridades que las 
implementarán, hasta el seguimiento que el Sistema de Alerta Temprana realiza para verificar el 
adecuado cumplimiento por parte de la autoridad o dependencia a las que fueron solicitadas, con 
el propósito de garantizar a las víctimas que la protección brindada a través de las medidas 
cautelares de protección y auxilio han servido para salvaguardar su vida, integridad y libertad, y 
decidir entonces su modificación, cancelación, aumento o disminución. 

Una vez que el representante Social de la Federación ha tenido conocimiento de los hechos; es 
decir, que se ha realizado la denuncia e iniciado la indagatoria y habiendo valorado el nivel de 

MEDIDAS CAUTELARES ORDENADAS POR EL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE 
LA FEDERACIÓN 
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riesgo en el que se encuentra la víctima o sus familiares; deberá decidir a través del llenado del  
cuestionario de primer contacto, así como en la valoración del riesgo y la batería de preguntas 
sobre el perfil del periodista, qué tipo de medidas deberán implementarse y a qué instancias 
deberán solicitarse; asimismo, se le tendrá que hacer saber a la víctima de los derechos que le 
otorga nuestra Carta Magna referente a solicitar medidas cautelares y providencias necesarias 
para la protección de su vida e integridad física. 

Con la entrada en vigor de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos 
y Periodistas, así como de su Reglamento, en fecha 25 de junio y 30 de noviembre de 2012 
respectivamente, los periodistas cuentan con el Mecanismo creado por estos ordenamientos que 
tiene por objeto fundamental proteger, promover y garantizar los Derechos Humanos, es decir, 
proteger la vida e integridad física de las personas que se encuentren en situación de riesgo. 

El  fiscal de la Federación deberá asentar en la comparecencia que realice que se le ha hecho saber 
al denunciante la existencia del Mecanismo y deberá plasmar en él, si es su deseo incorporarse al 
mismo, y en caso contrario, las causas por las cuales no quiso. 

En el supuesto de que la víctima quiera añadirse al Mecanismo, el agente del Ministerio Público 
Federal deberá girar el oficio al Titular de la Coordinación Ejecutiva Nacional a efecto de que la 
víctima sea incorporada al Mecanismo, ya sea a través del procedimiento ordinario, en los casos 
de que no se encuentre en riesgo inminente la víctima, o por el procedimiento extraordinario, en 
los casos en los que por la urgencia, se deban otorgar a la víctima las medidas urgentes de 
protección. En ambos procedimientos, ordinario y extraordinario, el  fiscal de la Federación deberá 
solicitar en el mismo oficio que se le realice el estudio de evaluación de riesgo y que se le 
determinen medidas cautelares, de conformidad con lo que establece la Ley para la Protección de 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas  en sus artículos 32, 33 y 34 en los cuales 
se establecen las siguientes Medidas: 

Medidas urgentes de protección: que consisten en evacuación, reubicación temporal, escoltas 
especializados, protección de inmuebles y las demás que se requieran para salvaguardar la vida, 
integridad y libertad.  
 
Medidas de protección: consistentes en la entrega de equipo celular, radio o telefonía satelital, 
cámaras, cerraduras, luces, chalecos antibalas y detector de metales. 
 
Medidas preventivas: las cuales pueden ser instructivos, manuales, curso de autoprotección, 
acompañamiento de observadores de derechos humanos y periodistas. 
      
Actualmente, las víctimas cuentan con instrumentos jurídicos de protección que ayudan al agente 
del Ministerio Público a ordenar que se implementen las medidas cautelares necesarias para 
proteger la integridad de las víctimas, sus familiares o instalaciones en las que trabajan. 
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Independientemente de que la víctima u ofendido decida incorporarse o no al Mecanismo de la 
Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, el 
representante Social de la Federación podrá, con consentimiento de la víctima, ordenar a las 
diversas instituciones de seguridad o asistencia social que se otorguen e implementen medidas 
cautelares de acuerdo con las necesidades y el nivel de riesgo que pueda tener la víctima. 

El diverso mediante el cual se haga la solicitud de medidas cautelares a las instancias 
correspondientes, será el instrumento que ordena de manera fundada y motivada por parte del 
Ministerio Público el cumplimiento de un mandato ministerial, el cual deberá ser integrado a la 
averiguación previa y estará sustentado en los ordenamientos mencionados en el capítulo de 
Marco Jurídico.  

De conformidad con los principios de Derechos Humanos que consagra nuestra Carta Magna, la 
institución del Ministerio Público tiene la obligación de salvaguardar el bien jurídico tutelado 
primordial que tiene el hombre: la vida. En el caso que nos compete como Fiscalía Especial, la 
Libertad de Expresión, que no es menos importante, pero que atendiendo a la lógica general de la 
defensa de los Derechos Humanos, no estaríamos en condiciones de tutelar el libre pensamiento, 
el derecho a la información y la libertad de expresión, sin tutelar la vida. 

De ahí la importancia de ordenar medidas cautelares de protección a favor de las víctimas del 
delito, de periodistas, sus familiares o instalaciones donde laboran. Estas medidas cautelares de 
protección y auxilio tienen como objetivo primordial evitar que sea consumada la amenaza que 
afecte la libertad de expresión, la vida o la integridad física del peticionario o beneficiario pero 
sobre todo, que no afecte su derecho fundamental a la libertad de expresión; es decir, tienen el 
objetivo primordial de evitar las posibles agresiones a los periodistas y  garantizar el ejercicio 
pleno del derecho humano a la libertad de expresión, procurando ante todo, la seguridad de su 
integridad física y psicológica así como la de sus familiares.  

Es así que desde la creación de la Fiscalía Especial para la Atención a Delitos cometidos contra la 
Libertad de Expresión, los agentes del Ministerio Público de la Federación han determinado 
diferentes tipos de medidas cautelares y han solicitado a sus auxiliares la implementación de 
estas. 

De acuerdo con el Cuestionario de Primer Contacto que realice el fiscal del Ministerio Público de la 
Federación al denunciante o víctima, éste determinará las medidas aplicables al caso en concreto y 
que deberán ser implementadas por la corporación o institución a la que se deberá ordenar que 
las aplique, ya sean medidas de protección o auxilio realizadas por policías o corporaciones de 
Seguridad Pública local o Federal, como pueden ser Policía Federal, Policía Federal Ministerial, 
Procuraduría General de Justicia de la entidad, Secretaría de Seguridad Pública de la entidad; o 
medidas de seguridad social que en el caso podrían ser solicitadas a la Comisión Ejecutiva de 
Atención a Víctimas, Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL), etcétera, o instituciones como el 
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IMSS, ISSSTE, SSA, etcétera, para incorporar a diversos programas sociales a las víctimas o a sus 
familiares que sirvan en el caso para garantizar la seguridad, protección, bienestar físico y 
psicológico de las víctimas.   

A través de las medidas cautelares, las víctimas reciben ayuda provisional, oportuna y rápida de 
acuerdo con las necesidades inmediatas que tengan relación directa con el hecho victimizante 
para atender y garantizar la satisfacción de sus necesidades de seguridad, protección, atención 
médica y psicológica de emergencia, traslado de emergencia, a partir del momento de la amenaza, 
de la  comisión del delito o en el que tenga conocimiento el agente del Ministerio Público. 

Con estas acciones no sólo se ha evitado que se consumen agresiones a periodistas, familiares o 
víctimas, sino que se ha superado la vulnerabilidad de los mismos, implementando las medidas de 
ayuda, atención, asistencia, con el apoyo y colaboración de las diferentes instituciones de 
seguridad social y de procuración de justicia de las entidades de la Federación.  

Las medidas cautelares ordenadas por el aMPF pueden ser divididas en dos grupos: 

A) Medidas de protección y seguridad,  que se han solicitado por parte de esta Fiscalía Especial y 
que se han implementado por las corporaciones de seguridad son: 

Policía Federal Ministerial: 

 Servicio de escolta.  

 Resguardo de instalaciones. 

 Traslados para reubicación. 

Policía Federal: 

 Servicio de escolta.  

 Resguardo de instalaciones. 

 Traslados para reubicación. 

Procuradurías Generales de Justicia o Fiscalías Generales: 

 Servicio de escoltas. 

 Resguardo de instalaciones. 

 Servicio de albergue. 

Secretaría de Seguridad Pública: 
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 Rondines. 

 Visitas domiciliarias. 

 Resguardo de instalaciones. 

Policía Estatal o Municipal: 

 Resguardo de instalaciones. 

 Seguridad perimetral. 

 Rondines. 

 Visitas domiciliarias. 

SEDENA: 

 Resguardo de instalaciones. 

 Seguridad Perimetral. 

SEMAR: 

 Resguardo de instalaciones. 

 Seguridad Perimetral. 

B) Las medidas de asistencia social que pueden solicitarse: 

Las medidas cautelares que se han solicitado por parte de esta Fiscalía Especial y que se han 
implementado por las instituciones de asistencia social son: 

Comisión Ejecutiva de  Atención a Víctimas: 

 Asistencia psicológica. 

 Asistencia médica. 

 Asistencia jurídica. 

SEDESOL: 

 Incorporación a programas de asistencia social.  

 Mejoramiento de viviendas. 

 Empleos temporales. 
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 Entrega de becas. 

IMSS: 

 Asistencia médica. 

 Asistencia psicológica. 

ISSSTE: 

 Asistencia médica. 

 Asistencia psicológica. 

SSA: 

 Asistencia médica. 

 Asistencia psicológica.  

Cabe señalar que al ordenarse la implementación de medidas de protección a las instituciones 
antes referidas, en el oficio de solicitud correspondiente se hace la mención que lo solicitado es 
enunciativo mas no limitativo, es decir, que la propia institución deberá implementar la medida 
ordenada y determinar el alcance de la misma.  

Desde la creación de la Fiscalía Especial se han solicitado estas medidas cautelares y de la gran 
mayoría de instituciones se han obtenido respuestas favorables, logrando con esto salvaguardar la 
integridad física y psicológica de las víctimas. 

Una vez que el agente del Ministerio Público ha girado los oficios correspondientes a las 
instituciones y  autoridades solicitando el auxilio y protección de las víctimas, tendrá que dar aviso 
al Sistema de Alerta Temprana a efecto de que se de seguimiento a estas medidas y a su 
implementación para poder determinar si son eficientes o no, si son acordes al nivel del riesgo que 
los estudios de evaluación determinaron y poder estar en constante evaluación de las medidas 
durante la temporalidad que haya fijado la autoridad. 
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OBLIGACIONES  

Y RESPONSABILIDADES  

DE LOS SERVIDORES  

PÚBLICOS 
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A continuación se citan algunos los artículos que se consideran de relevancia y que deben tomarse 
en cuenta por los servidores públicos al momento de realizar su función, asimismo, se enuncian 
quiénes son considerados servidores públicos de acuerdo con la legislación federal y local y las 
responsabilidades y obligaciones a que son sujetos. 

Es importante citar el marco jurídico y conceptual tanto de las obligaciones, como de las 
responsabilidades de los servidores públicos, en principio porque de esta forma se garantiza que 
las labores ministeriales se lleven a cabo con pleno conocimiento de sus atribuciones; y además, se 
evitan discrepancias entre las funciones sustantivas y adjetivas, desvíos y deficiencias importantes 
en la operación y labor diaria de los funcionarios. 

CONCEPTOS GENERALES: 

SERVICIO PÚBLICO: Es el servicio que presta o debe prestar, directa o indirectamente a la 
población toda institución de gobierno o de administración pública. 

Es la actividad regulada por el derecho público, que realizan directa o indirectamente las 
instituciones de Gobierno Federal y local para la población a efecto de satisfacer sus necesidades. 

SERVIDOR PÚBLICO: Es toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza dentro del gobierno federal o local (Artículo 108 constitucional). 

Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como 
servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial 
Federal y del Poder Judicial del Distrito Federal, los funcionarios y empleados y, en general, a toda 
persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la 
Unión, en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal o en la Administración Pública Federal o en el 
Distrito Federal, así como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución 
otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el 
desempeño de sus respectivas funciones.  

(Reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de noviembre de 
2007). 

OBLIGACIONES Y RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS  
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El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por traición 
a la patria y delitos graves del orden común.  

(Reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 
1982)  

Los Gobernadores de los Estados, los Diputados a las Legislaturas Locales, los Magistrados de los 
Tribunales Superiores de Justicia Locales y, en su caso, los miembros de los Consejos de las 
Judicaturas Locales, serán responsables por violaciones a esta Constitución y a las leyes federales, 
así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales.  

Las Constituciones de los Estados de la República Mexicana precisarán, en los mismos términos del 
primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de 
servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados y en los 
Municipios.  
(Reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 
1982)  

De acuerdo con al artículo anterior, para los efectos legales se considera como servidores públicos 
a: 

Å Representantes de elección popular. 
 

Å Miembros del Poder Judicial Federal y del Distrito Federal. 
 

Å Gobernadores de los estados. 
 

Å Diputados de las Legislaturas locales. 
 

Å Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia locales. 
 

Å Miembros de los Consejos de las Judicaturas locales. 
 

Å Servidores del Instituto Nacional Electoral. 
 

Å Titulares de organismos descentralizados o de participación estatal mayoritaria; 
organizaciones y sociedades asimiladas a éstas; así como, fideicomisos públicos. 
 

Å Personas que manejen o apliquen recursos económicos federales. 
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Å Toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 
Administración Pública Federal o en el Distrito Federal. 
 

De igual forma, el Código Penal Federal establece que se entenderá por Servidor Público en los 
términos del Artículo 212 lo siguiente: 
 
άPara los efectos de este Título y el subsecuente es servidor público toda persona  que desempeñe 
un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal 
centralizada o en la del Distrito Federal, organismos descentralizados, empresas de participación  
estatal mayoritaria, organizaciones y sociedades asimiladas a éstas, fideicomisos públicos, en el  
Congreso de la Unión, o en los poderes Judicial Federal y Judicial del Distrito Federal, o que 
manejen recursos económicos federales. Las disposiciones contenidas en el presente Título, son 
aplicables a los Gobernadores de los Estados, a los Diputados a las Legislaturas Locales y a los  
Magistrados de los Tribunales de Justicia Locales, por la comisión de los delitos previstos en este 
título, en materia federal. 
Se impondrán las mismas sanciones previstas para el delito de que se trate a cualquier persona que 
participe en la perpetración de alguno de los delitos previstos en este Título o el subsecuenteΦέ 

AUTORIDAD: Este vocablo tiene las siguientes acepciones: 

ά9ƭ ǘŞǊƳƛƴƻ ŀǳǘƻǊƛdad corresponde a todas aquellas personas que disponen de la fuerza pública 
en virtud de circunstancias, ya legales, ya de hecho, y que, por lo mismo, estén en posibilidad 
material de obrar como individuos que ejercen actos públicos por el hecho de ser pública la 
ŦǳŜǊȊŀ ŘŜ ǉǳŜ ŘƛǎǇƻƴŜƴΦέ Tesis jurisprudencial número 75, legible en la página 115 del Apéndice 
del Semanario Judicial de la Federación, fallos de 1917 a 1965, sexta parte, Común al Pleno y Salas. 

 RESPONSABILIDAD: Obligación de responder de actos u omisiones propios o de otros. 

PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL SERVICIO PÚBLICO: Legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia, en el desempeño de las funciones, empleos, cargos y comisiones, en el 
servicio público; y eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez en la administración de 
los recursos económicos afectos a los servicios públicos (artículos 109, 113 y 134 constitucionales). 

 

 

RESPONSABILIDAD POLÍTICA: 

De conformidad con el Artículo 109, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual indica: 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
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I. Se impondrán mediante juicio político, las sanciones indicadas en el Artículo 110 a los servidores 
públicos señalados en el mismo precepto, cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos 
u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen 
ŘŜǎǇŀŎƘƻέΦ  

Con relación a lo mencionado en el párrafo anterior, el Artículo 110 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, indica: 

άArtículo 110. Podrán ser sujetos de juicio político los senadores y diputados al Congreso de la 
Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros de la Judicatura 
Federal, los Secretarios de Despacho, los diputados a la Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal, el Procurador General de la República, el Procurador General de 
Justicia del Distrito Federal, los magistrados de Circuito y jueces de Distrito, los magistrados y 
jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los Consejeros de la Judicatura del Distrito Federal, el 
consejero Presidente, los consejeros electorales, y el secretario ejecutivo del Instituto Federal 
Electoral, los magistrados del Tribunal Electoral, los directores generales y sus equivalentes de los 
organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y 
asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicosΦέ 

άLos Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Magistrados de los Tribunales Superiores de 
Justicia Locales y, en su caso, los miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, sólo podrán 
ser sujetos de juicio político en los términos de este título por violaciones graves a esta Constitución 
y a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido de fondos y recursos 
federales, pero en este caso la resolución será únicamente declarativa y se comunicará a las 
Legislaturas Locales para que, en ejercicio de sus atribuciones, procedan como correspondaέ.  

άLas sanciones consistirán en la destitución del servidor público y en su inhabilitación para 
desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio 
públicoΦέ 

άPara la aplicación de las sanciones a que se refiere este precepto, la Cámara de Diputados 
procederá a la acusación respectiva ante la Cámara de Senadores, previa declaración de la 
mayoría absoluta del número de los miembros presentes en sesión de aquella Cámara, después de 
haber sustanciado el procedimiento respectivo y con audiencia del inculpadoέ.  

άConociendo de la acusación la Cámara de Senadores, erigida en Jurado de sentencia, aplicará la 
sanción correspondiente mediante resolución de las dos terceras partes de los miembros presentes 
en sesión, una vez practicadas las diligencias correspondientes y con audiencia del acusadoέ.  

άLas declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables.έ  
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RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA:  

En términos del Artículo 109 fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que indica: 

άώΧϐ 

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que 
afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el 
desempeño de sus empleos, cargos o comisiones.έ  

Aunado a lo establecido por los artículos 2 y 46 de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, relacionado con el Artículo 108 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que indican: 

ARTÍCULO 2o.- Son sujetos de esta Ley, los servidores públicos mencionados en el párrafo primero 
y tercero del Artículo 108 Constitucional y todas aquellas personas que manejen o apliquen 
recursos económicos federales. 

ARTÍCULO 46.- Incurren en responsabilidad administrativa los servidores públicos a que se refiere 
el Artículo 2o. de esta Ley. 

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

ARTÍCULO 2º.- Son sujetos de esta Ley, los servidores públicos federales mencionados en el 
párrafo primero del Artículo 108 Constitucional, y todas aquellas personas que manejen o apliquen 
recursos públicos federales. 

ARTÍCULO 7.- Será responsabilidad de los sujetos de la Ley ajustarse, en el desempeño de sus 

empleos, cargos o comisiones, a las obligaciones previstas en ésta, a fin de salvaguardar los  
principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen en el servicio 
público. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como 
servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial 
Federal y del Poder Judicial del Distrito Federal, los funcionarios y empleados y, en general, a toda 
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persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la 
Unión, en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal o en la Administración Pública Federal o en el 
άDistrito Federal, así como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución 
otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el 
desempeño de sus respectivas funcionesέ.  

άEl Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por 
traición a la patria y delitos graves del orden comúnέ.  

άLos Gobernadores de los estados, los Diputados a las Legislaturas Locales, los Magistrados de los 
Tribunales Superiores de Justicia Locales y, en su caso, los miembros de los Consejos de las 
Judicaturas Locales, serán responsables por violaciones a esta Constitución y a las leyes federales, 
así como por el manejo indebido de fondos y recursos federalesέ.  

άLas Constituciones de los estados de la República precisarán, en los mismos términos del primer 
párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de servidores 
públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados y en los Municipiosέ.  

Asimismo, el Artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece: 

Artículo 113. Las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos, 
determinarán sus obligaciones a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, 
y eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones; las sanciones 
aplicables por los actos u omisiones en que incurran, así como los procedimientos y las autoridades 
para aplicarlas. Dichas sanciones, además de las que señalen las leyes, consistirán en suspensión, 
destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo 
con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios 
patrimoniales causados por sus actos u omisiones a que se refiere la fracción III del Artículo 109, 
pero que no podrán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños y perjuicios 
causados.  

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa 
irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los 
particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos 
que establezcan las leyes. 

Además deberán cumplir con lo ordenado en el artículo 2 del Reglamento de la Ley para la 
Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, el cual establece: 

Artículo 2.- Los servidores públicos que intervengan en la implementación del Mecanismo para la 
Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, en su ámbito de 
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competencia, deberán realizar las acciones necesarias para garantizar la vida, la integridad, la 
libertad y la seguridad de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas en riesgo, 
observando los principios de legalidad, certeza, honradez, lealtad, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo, transparencia, eficacia, eficiencia, respeto irrestricto a los derechos humanos, pro 
persona, consentimiento, exclusividad, corresponsabilidad, no discriminación, perspectiva de 
género, concertación y consulta, inmediatez, reserva y confidencialidad de la información.  

RESPONSABILIDAD PENAL:  

En términos de la fracción II, del Artículo 109, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que establece: 

άώΧϐ II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público será perseguida y sancionada 
en los términos de la legislación penal; ώΧϐέ 

Los delitos cometidos por Servidores Públicos, que establece el Título Décimo del Código Penal 
Federal son: 

Å Ejercicio Indebido de servicio público (Artículo 214). 
 

Å Abuso de autoridad (Artículo 215). 
 

Å Desaparición forzada de personas (Artículo 215-A al 215-D). 
 

Å Coalición de servidores públicos (Artículo 216). 
 

Å Uso indebido de atribuciones y facultades (Artículo 217). 
 

Å Concusión (Artículo 218). 
 

Å Intimidación (Artículo 219). 
 

Å Ejercicio abusivo de funciones (Artículo 220). 
 

Å Tráfico de influencia (Artículo 221). 
 

Å Cohecho (Artículo 222). 
 

Å Peculado (Artículo 223). 
 

Å Enriquecimiento ilícito (Artículo 224). 
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Bien jurídico tutelado: Es el correcto ejercicio del servicio público. 

Sujeto Activo: Es un servidor público y cualquier persona que participe en la perpetración de 
alguno de los delitos previstos en los Títulos Décimo y Décimo Primero del Código Penal Federal. 

Sujeto Pasivo: Es la sociedad o el particular que ve afectados sus intereses. 

Los delitos cometidos contra la administración de justicia que establece el Título Décimo Primero 
del Código Penal Federal son: 

Å Los que refiere el Artículo 225. 
 

Å Artículo 226, ejercicio indebido del propio derecho. 
 

Otros delitos en los que puede incurrir el Servidor Público: 
 

Å Evasión de presos (Artículo 150). 
 

Å Revelación de secretos y acceso ilícito a sistemas y equipos de informática (Artículo 210 y 
211 bis 5). 
 

Å Falsificación de documentos en general (equiparación Artículo 246). 
 

Å Falsedad en informes en juicio de amparo (Artículo 247 fracción II y V Falsedad del perito). 
 

Å Variación del nombre o del domicilio (Artículo 249). 
 

Å Extorsión (Artículo 390). 
 

Å Tortura (artículos 3, 4, 5 y 11 de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura). 

Bien jurídico tutelado: En los citados delitos que establece el Artículo 225, es la prestación 
adecuada y correcta del servicio público, de procurar justicia conforme a los principios de 
prontitud, expeditez, gratuidad, imparcialidad y probidad. 

Sujeto Activo: Es un servidor público y cualquier persona que participe en la perpetración de 
alguno de los delitos previstos en los Títulos Décimo y Décimo Primero del Código Penal Federal. 

Sujeto Pasivo: Es la sociedad o el particular que ve afectados sus intereses. 
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LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS 

DE DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS 

En forma específica, el Capítulo XIII, de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y Periodistas menciona que incurrirán en responsabilidades ante el 
incumplimiento de las obligaciones previstas en dicha Ley, y serán sancionadas conforme a la 
legislación aplicable. Mismas que a continuación se transcriben: 

 Artículo 65.- Las responsabilidades administrativas que se generen por el incumplimiento de las 
obligaciones previstas en esta Ley se sancionaran conforme a lo que establezca la legislación 
aplicable, con independencia de las del orden civil o penal que procedan.  

Artículo 66.- Comete el delito de daño a Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, 
el servidor público o miembro del Mecanismo que de forma dolosa utilice, sustraiga, oculte, altere, 
destruya, transfiera, divulgue, explote o aproveche por sí o por interpósita persona la información 
proporcionada u obtenida por la solicitud, trámite, evaluación, implementación u operación del 
Mecanismo y que perjudique, ponga en riesgo o cause daño a la Persona Defensora de Derechos 
Humanos, Periodista, peticionario y beneficiario referidos en esta Ley.  

Por la comisión de este delito se impondrá de dos a nueve años de prisión, y de setenta hasta 
cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro 
empleo, cargo o comisión públicos.  

Si sólo se realizara en parte o totalmente los actos ejecutivos que deberían producir el resultado, u 
omitiendo los que deberían evitarlo, y si aquel no se consuma por causas ajenas a la voluntad del 
agente, se aplicará la mitad de la sanción.  

Artículo 67.- Al Servidor Público que en forma dolosa altere o manipule los procedimientos del 
Mecanismo para perjudicar, poner en riesgo o causar daño a la Persona Defensora de Derechos 
Humanos, Periodista, peticionario y beneficiario, se le impondrá de dos a nueve años de prisión, y 
de setenta hasta cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para 
desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos referidos en esta Ley.  
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OBLIGACIONES: Son las derivadas del Artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, y cuyo cumplimiento dará lugar al procedimiento 
administrativo de responsabilidad y a las sanciones que correspondan, sin perjuicio de sus 
derechos laborales. 

Artículo 8.- Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones: 
 
I.- Cumplir el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause 
la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, 
cargo o comisión; 
 
II.- Formular y ejecutar los planes, programas y presupuestos correspondientes a su competencia, y 
cumplir las leyes y la normatividad que determinen el manejo de recursos económicos  públicos; 
 
III.- Utilizar los recursos que tenga asignados y las facultades que le hayan sido atribuidas para el 
desempeño de su empleo, cargo o comisión, exclusivamente para los fines a que están afectos; 
 
IV.- Rendir cuentas sobre el ejercicio de las funciones que tenga conferidas y coadyuvar en la 
rendición de cuentas de la gestión pública federal, proporcionando la documentación e 
información que le sea requerida en los términos que establezcan las disposiciones legales 
correspondientes; 
 
V.- Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o 
comisión, tenga bajo su responsabilidad, e impedir o evitar su uso, sustracción, destrucción, 
ocultamiento o inutilización indebidos;  
 
VI.- Observar buena conducta en su empleo, cargo o comisión, tratando con respeto, diligencia, 
imparcialidad y rectitud a las personas con las que tenga relación con motivo de éste;  
 
VII.- Comunicar por escrito al titular de la dependencia o entidad en la que preste sus servicios, las 
dudas fundadas que le suscite la procedencia de las órdenes que reciba y que pudiesen implicar 
violaciones a la Ley o a cualquier otra disposición jurídica o administrativa, a efecto de que el 
titular dicte las medidas que en derecho procedan, las cuales deberán ser notificadas al servidor 
público que emitió la orden y al interesado; 
 

OBLIGACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
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VIII.- Abstenerse de ejercer las funciones de un empleo, cargo o comisión, por haber concluido el 
período para el cual se le designó, por haber sido cesado o por cualquier otra causa legal que se lo 
impida;  
 
IX.- Abstenerse de disponer o autorizar que un subordinado no asista sin causa justificada a sus 
labores, así como de otorgar indebidamente licencias, permisos o comisiones con goce parcial o 
total de sueldo y otras percepciones; 
 
X.- Abstenerse de autorizar la selección, contratación, nombramiento o designación de quien se 
encuentre inhabilitado por resolución de autoridad competente para ocupar un empleo, cargo o 
comisión en el servicio público; 
 
XI.- Excusarse de intervenir, por motivo de su encargo, en cualquier forma en la atención, 
tramitación o resolución de asuntos en los que tenga interés personal, familiar o de negocios, 
incluyendo aquéllos de los que pueda resultar algún beneficio para él, su cónyuge o parientes 
consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, o parientes civiles, o para terceros con los que 
tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el 
servidor público o las personas antes referidas formen o hayan formado parte. 
El servidor público deberá informar por escrito al jefe inmediato sobre la atención, trámite o 
resolución de los asuntos a que hace referencia el párrafo anterior y que sean de su conocimiento, 
y observar sus instrucciones por escrito sobre su atención, tramitación y resolución, cuando el 
servidor público no pueda abstenerse de intervenir en ellos; 
 
XII.- Abstenerse, durante el ejercicio de sus funciones, de solicitar, aceptar o recibir, por sí o por 
interpósita persona, dinero, bienes muebles o inmuebles mediante enajenación en precio 
notoriamente inferior al que tenga en el mercado ordinario, donaciones, servicios, empleos, cargos  
o comisiones para sí, o para las personas a que se refiere la fracción XI de este artículo, que  
procedan de cualquier persona física o moral cuyas actividades profesionales, comerciales o 
industriales se encuentren directamente vinculadas, reguladas o supervisadas por el servidor 
público de que se trate en el desempeño de su empleo, cargo o comisión y que implique intereses 
en conflicto. Esta prevención es aplicable hasta un año después de que se haya retirado del 
empleo, cargo o comisión. 
 
Habrá intereses en conflicto cuando los intereses personales, familiares o de negocios del servidor 
público puedan afectar el desempeño imparcial de su empleo, cargo o comisión. 
 
Una vez concluido el empleo, cargo o comisión, el servidor público deberá observar, para evitar 
incurrir en intereses en conflicto, lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley; 
 
En el caso del personal de los centros públicos de investigación, los órganos de gobierno de dichos 
centros, con la previa autorización de su órgano de control interno, podrán determinar los términos 
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y condiciones específicas de aplicación y excepción a lo dispuesto en esta fracción, tratándose de 
los conflictos de intereses que puede implicar las actividades en que este personal participe o se 
vincule con proyectos de investigación científica y desarrollo tecnológico en relación con terceros 
de conformidad con lo que establezca la Ley de Ciencia y Tecnología; 
 
XIII.- Desempeñar su empleo, cargo o comisión sin obtener o pretender obtener beneficios 
adicionales a las contraprestaciones comprobables que el Estado le otorga por el desempeño de su  
función, sean para él o para las personas a las que se refiere la fracción XI;  
 
XIV.- Abstenerse de intervenir o participar indebidamente en la selección, nombramiento, 
designación, contratación, promoción, suspensión, remoción, cese, rescisión del contrato o sanción 
de cualquier servidor público, cuando tenga interés personal, familiar o de negocios en el caso, o  
pueda derivar alguna ventaja o beneficio para él o para las personas a las que se refiere la fracción 
XI; 
 
XV.- Presentar con oportunidad y veracidad las declaraciones de situación patrimonial, en los 
términos establecidos por la Ley;  
 
XVI.- Atender con diligencia las instrucciones, requerimientos o resoluciones que reciba de la 
Secretaría, del contralor interno o de los titulares de las áreas de auditoría, de quejas y de 
responsabilidades, conforme a la competencia de éstos; 
 
XVII.- Supervisar que los servidores públicos sujetos a su dirección, cumplan con las disposiciones 
de este artículo; 
 
XVIII.- Denunciar por escrito ante la Secretaría o la contraloría interna, los actos u omisiones que  
en ejercicio de sus funciones llegare a advertir respecto de cualquier servidor público que pueda 
constituir responsabilidad administrativa en los términos de la Ley y demás disposiciones 
aplicables; 
 
XIX.- Proporcionar en forma oportuna y veraz, toda información y datos solicitados por la  
institución a la que legalmente le competa la vigilancia y defensa de los derechos humanos. En el 
cumplimiento de esta obligación, además, el servidor público deberá permitir, sin demora, el 
acceso a los recintos o instalaciones, expedientes o documentación que la institución de referencia 
considere necesario revisar para el eficaz desempeño de sus atribuciones y corroborar, también, el 
contenido de los informes y datos que se le hubiesen proporcionado; 
 
XIX-A.- Responder las recomendaciones que les presente la institución a la que legalmente le 
competa la vigilancia y defensa de los derechos humanos, y en el supuesto de que se decida no 
aceptar o no cumplir las recomendaciones, deberá hacer pública su negativa, fundándola y 
motivándola en términos de lo dispuesto por el Apartado B, del artículo 102 de la Constitución 
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Política de los Estados Unidos Mexicanos y por el artículo 46 de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos; 
 
XIX-B.- Atender los llamados de la Cámara de Senadores o en sus recesos de la Comisión 
Permanente, a comparecer ante dichos órganos legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de 
su negativa a aceptar o cumplir las recomendaciones de la institución a la que legalmente le  
competa la vigilancia y defensa de los derechos humanos, en términos del Apartado B, del artículo 
102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
 
XX.- Abstenerse, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, de celebrar o autorizar la 
celebración de pedidos o contratos relacionados con adquisiciones, arrendamientos y enajenación 
de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra 
pública o de servicios relacionados con ésta, con quien desempeñe un empleo, cargo o comisión en 
el servicio público, o bien con las sociedades de las que dichas personas formen parte. Por ningún 
motivo podrá celebrarse pedido o contrato alguno con quien se encuentre inhabilitado para 
desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público; 
 
XXI.- Abstenerse de inhibir por sí o por interpósita persona, utilizando cualquier medio, a los 
posibles quejosos con el fin de evitar la formulación o presentación de denuncias o realizar, con 
motivo de ello, cualquier acto u omisión que redunde en perjuicio de los intereses de quienes las 
formulen o presenten; 
 
XXII.- Abstenerse de aprovechar la posición que su empleo, cargo o comisión le confiere para  
inducir a que otro servidor público efectúe, retrase u omita realizar algún acto de su competencia, 
que le reporte cualquier beneficio, provecho o ventaja para sí o para alguna de las personas a que 
se refiere la fracción XI; 
 
XXIII.- Abstenerse de adquirir para sí o para las personas a que se refiere la fracción XI, bienes 
inmuebles que pudieren incrementar su valor o, en general, que mejoren sus condiciones, como 
resultado de la realización de obras o inversiones públicas o privadas, que haya autorizado o tenido  
conocimiento con motivo de su empleo, cargo o comisión. Esta restricción será aplicable hasta un 
año después de que el servidor público se haya retirado del empleo, cargo o comisión, y  
 
XXIV.- Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier 
disposición legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público. 
 
El incumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo dará lugar al procedimiento y a las 
sanciones que correspondan, sin perjuicio de las normas específicas que al respecto rijan en el  
servicio de las fuerzas armadas.  
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SOLICITUD DEL PETICIONARIO ANTE EL MECANISMO 

El procedimiento para la atención a los periodistas puede iniciar a través de dos vías: una, 
mediante el Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas y; dos, a partir de que la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos contra 
la Libertad de Expresión tiene conocimiento de la notitia criminis.   

Solicitud de incorporación del periodista directamente al Mecanismo para la Protección de 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. 

El Mecanismo puede otorgar la atención al periodista a través de la solicitud que haga el 
peticionario directamente o que la solicite el agente del Ministerio Público de la Federación 
adscrito a la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos contra la Libertad de 
Expresión, en caso de que el peticionario acuda ante la Fiscalía a denunciar una posible agresión y 
mediante comparecencia quede expresamente asentado que es su deseo ser incorporado al 
Mecanismo  para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.    

El peticionario acude personalmente ante el Mecanismo a solicitar medidas cautelares de 
protección. (Artículo 53 RLPPDDHP). 

La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Inmediata (URCRR) recibe al peticionario y su 
solicitud de incorporación al Mecanismo en la cual deberá quedar asentado los datos generales 
del peticionario y deberá acreditar la actividad que realiza; así como manifestar si en ese 
momento se encuentra en una situación grave o en riesgo inminente su vida, integridad física, o la 
de algunos de sus familiares o compañeros de trabajo;  por lo que procede a realizar la evaluación 
preliminar de la situación de riesgo. (Artículo 78 RLPPDDHP), y emitir la resolución respecto de la 
incorporación o no del peticionario al Mecanismo, así como el tipo de procedimiento mediante el 
cual será incorporado.  

En caso de ser incorporado al Mecanismo, personal de éste acompañará al peticionario ante el 
aMPF a denunciar los hechos posiblemente constitutivos del ilícito. (Ver pasos de comparecencia 
ante el aMPF).  

Si la URCRR no acepta la incorporación, el peticionario puede inconformarse presentando escrito 
ante la Junta de Gobierno (JG) dentro de los 30 días naturales al que le notificaron la no 

RECEPCIÓN DE SOLICITUDES DE INCORPORACIÓN AL MECANISMO 

 



 

88 

 

Subprocuraduría de Derechos Humanos, 

Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad 

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos 

contra la Libertad de Expresión. 

incorporación; de conformidad con los artículos 55 y 56 de la Ley para la Protección de Personas 
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas y 107 de su Reglamento. 

La Coordinación Ejecutiva Nacional (CEN) resuelve en las siguientes 12 horas a las que recibió la 
inconformidad e informa a la JG y al Consejo Consultivo (CC) (Artículo 108 y 110 RLPPDDHP). 

Si la resolución vuelve a salir negativa al peticionario, éste puede presentar una nueva 
inconformidad, la cual se resolverá de manera definitiva. 

La URCRR realiza evaluación preliminar, evalúa el riesgo y define el procedimiento a seguir: 

 
 
 

Artículo 26 de la LPPDDH 

Si al momento de la solicitud de incorporación al Mecanismo el peticionario o víctima manifiesta 
que se encuentra en peligro su vida, o integridad física, se deberá de tomar en cuenta por parte de 
la URCRR quien realizará estudio de evaluación de acción inmediata y en un plazo no mayor a tres 
horas, la URCRR emite estudio de acción inmediata en el que determina lo siguiente: 

 Nivel y carácter del riesgo. 

 Medidas cautelares. 

 Calidad del peticionario. 

 Temporalidad de las medidas.  

 Autoridad responsable de implementación de medidas. 

LA URCRR ordena a las autoridades la ejecución de las medidas urgentes, en un plazo no mayor a 
nueve horas a partir de su emisión; las cuales pueden ser:  

I. Evacuación, 
II. Reubicación temporal,  
III. Escoltas de cuerpos especializados,  
IV. Protección de inmuebles y  
V. Las demás que se requieran para salvaguardar la vida, integridad y libertad de los beneficiarios. 

La URCRR solicita a la UER elaborar estudio de evaluación de riesgo definitivo e informa al CEN 
sobre las medidas implementadas. Al mismo tiempo que hace del conocimiento del beneficiario 
los supuestos de uso indebido en que puede incurrir así como del derecho con el que cuenta para 
presentar denuncia de hechos por la comisión del delito ante la autoridad correspondiente. 

PROCEDIMIENTO EXTRAORDINARIO 
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La URCRR solicita al beneficiario firmar de conformidad con las medidas implementadas a su favor, 
si no está conforme el peticionario podrá presentar escrito de inconformidad, y la Junta de 
Gobierno solicitará a la URCRR un nuevo estudio de evaluación del riesgo. 

Una vez que se haya realizado el nuevo estudio de evaluación del riesgo, la URCRR lo envía al 
Consejo Consultivo el cual en el plazo de 15 días resuelve y remite resolución a la Junta de 
Gobierno, misma que determina la inconformidad en su siguiente sesión. 

Si la resolución de la Junta de Gobierno no es favorable al peticionario, éste puede inconformarse 
nuevamente y la resolución que se emita dará fin al recurso de inconformidad, en caso contrario, 
se le informará si desea hacer formal denuncia ante la autoridad correspondiente; en caso positivo 
la URCRR asesora y acompaña al denunciante ante la autoridad correspondiente a presentar 
formal denuncia.   

Posteriormente, la URCRR remite el expediente a la UER para iniciar procedimiento ordinario.  
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La UER elabora estudio de evaluación de riesgo en un plazo no mayor a diez días naturales al que 
recibió la solicitud de incorporación en el que define medidas preventivas o de protección y las 
remite a la Junta de Gobierno la cual determina en su siguiente sesión las medidas a implementar, 
temporalidad y autoridades encargadas de su ejecución. 

El Comité Ejecutivo Nacional comunica a las autoridades competentes la implementación y 
ejecución de las medidas en un plazo no mayor a 72 horas a partir de que se definieron, se asegura 
de que las medidas sean implementadas en un plazo no mayor a 30 días a partir de que se ordenó 

PROCEDIMIENTO ORDINARIO 
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su implementación y notifica al beneficiario la implementación de las medidas; si acepta,  firma de 
conformidad las medidas otorgadas. 

La URCRR hace saber al beneficiario el derecho que tiene a presentar formal denuncia ante la 
autoridad correspondiente, acompañando a este a denunciar los hechos ante quien corresponda.  

La UER da seguimiento constante a las medidas otorgadas, asimismo la UER actualizará de manera 
periódica el estudio de evaluación de riesgo, y en su caso, presentará a la Junta de Gobierno 
propuesta de: 

 Modificación. 

 Ampliación. 

 Disminución. 

 Terminación. 

La Junta de Gobierno determina modificar, ampliar o disminuir, notifica a la autoridad 
implementadora la resolución al siguiente día hábil de su emisión. 

La Junta de Gobierno decide terminar por: 

 Uso indebido. 

 Solicitud del beneficiario. 

 Cesó el riesgo. 
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Las medidas de protección, prevención o urgentes de protección que se hayan determinado e 
implementado a favor de la víctima, podrán darse por terminadas o en su caso canceladas por los 
siguientes supuestos:  

 

 
La Junta de Gobierno apercibe al beneficiario de la situación irregular detectada y escucha las 
explicaciones del beneficiario; si reincide, la Junta de Gobierno da por terminadas las medidas de 
manera definitiva. 

 

 
El peticionario solicita por escrito la terminación de las medidas ante la Coordinación Ejecutiva 
Nacional, quien a su vez turnará la solicitud a la Junta de Gobierno quien deberá confirmar la 
solicitud en su siguiente sesión o sesión extraordinaria que se convoque para tal efecto. 

USO INDEBIDO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

 

SOLICITUD DEL BENEFICIARIO 

 

CANCELACIÓN O TERMINACIÓN DE LAS MEDIDAS 
CAUTELARES 
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La Junta de Gobierno confirma la terminación, en caso de que el riesgo no haya cesado, deberá 
manifestar el beneficiario que conoce dicha situación y es su voluntad terminarlas. La resolución 
que dé por terminadas las medidas no impide al beneficiario solicitarlas nuevamente. 
 
La Junta de Gobierno da por terminadas las medidas definitivamente y notifica a la autoridad 
implementadora la resolución al día siguiente hábil de su emisión. Concluye el procedimiento. 
 
 
 
 
 
La Junta de Gobierno podrá dar por terminadas las medidas cuando se constate, mediante la 
actualización del estudio de evaluación de riesgo, que el nivel de riesgo ha disminuido a tal grado 
que ya no son necesarias para la protección de la vida, integridad, libertad y seguridad del 
beneficiario o peticionario. 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CESÓ EL RIESGO 
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